ACTA n.° 02-2015
CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, San Jose, a las ocho horas, cuanta y cinco minutos del 17 de febrero del año dos mil quince. Se inicia la presente sesión ordinaria con la asistencia de la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal,  la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, el M. Sc. Juan Carlos Morales, en representación de la Defensa Pública; el M. Sc. Saúl Araya Matarrita, en representación del Ministerio Público; el Dr. Rafael Ángel Sanabria Rojas, juez del Tribunal de Apelación de Sentencia Penal; el Dr. Juan Carlos Segura Solís, juez del Tribunal de Trabajo, Segundo Circuito Judicial y la Sra. Aida Cristina Sinclair Myers, secretaria de la Escuela Judicial.  Ausentes:  M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez del Departamento de Gestión Humana y Lic. Francisco Segura Montero, director general del Organismo de Investigación Judicial. Invitado: Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M. subdirector de la Escuela Judicial.
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AGENDA

1. Aprobación del acta n. º 01-2015 del 20 de enero de 2015. 
2. Oficio CACC-775-2014 de la Comisión de Acceso a la Justicia Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, del 22 de octubre de 2014, suscrito a la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:
[…]
El pasado 2 de octubre la Unidad de Acceso a la Justicia convocó a una reunión con la participación de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación con el fin de coordinar la inclusión en sus planes de trabajo los cursos citados. Producto de esa reunión se tomaron los siguientes acuerdos (Se adjunta la minuta correspondiente):

Acuerdos:

1.- Incluir en el PAO de la Escuela Judicial, Unidades de Capacitación y Unidad de acceso del próximo año los cursos Sensibilización y concienciación en discapacidad psicosocial: Derechos Humanos y su aplicación para el efectivo acceso a la justicia y Derechos Humanos de la población con discapacidad auditiva. Para que se imparta uno de los cursos en el primer semestre y el otro en el segundo.

2.- Que Kattia Escalante realice una propuesta a Román Bresciani Gestor de la Escuela Judicial, para que se incluya en el ciclo de vídeo conferencias iberoamericano el tema de la discapacidad, y realizar contactos para exponer sobre el tema de discapacidad psicosocial y auditiva aprovechando la coyuntura presentada con el desarrollo de los proyectos Eurosocial en esos temas, sí como de otras discapacidades.

3.- Considerar a futuro el abordaje conjunto de temas de capacitación, y considerar paulatinamente los temas e intereses de cada una de las Subcomisiones. 

· Se adjunta:  Propuesta de “CURSO VIRTUAL SOBRE POLÍTICAS PÚBLICAS Y DERECHOS DE  LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, Sr. Luis Fernando Astorga Gatjens, Director Ejecutivo del Instituto Interamericano sobre Discapacidad y Desarrollo Inclusivo (IIDI).
 
3. Correo electrónico del 22 de enero del 2014, del Dr. Adrián Torrealba Navas, enviado a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial y a la Licda. Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo Superior y otros,  que dice:
 
En seguimiento de la reunión sostenida ayer, y en nombre de la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados y del Instituto Costarricense de Estudios Fiscales, proponemos los siguientes temas para iniciar con un ciclo de 4 sesiones para jueces contenciosos y letrados Sala Primera, una por semana:

 

1. Cuestiones polémicas sobre la prescripción en materia tributaria.

2. Límites al desconocimiento de las formas contractuales según el criterio de realidad económica

3. Cuestiones polémicas sobre la territorialidad en el impuesto sobre la renta.

4. Aplicación de las Normas Internacionales de Información Financiera para efectos del impuesto sobre la renta.

 

La idea es hacer sesiones con un ponente y unos 2 comentaristas.

 

Docentes posibles:

 

Sector Académico y Privado:  Adrián Torrealba, Diego Salto, José María Oreamuno,  alguien  de Deloitte & Touche por determinar, Lorna Medina, Carlos Camacho, Juan Manuel Gómez, Gonzalo Fajardo, Gabriela González.

Sector Público:  Roberto Garita y  Cynthia Abarca (Jueces contenciosos) Mauren Vega (Procuraduría), Jenny Jiménez (Dirección General de Tributación), alguien del Tribunal Fiscal Administrativo.

Una idea interesante podría ser armar también alguna “Antología” con escritos sobre los temas.
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· Correo electrónico del 22 de enero del 2014, del Mag. Román Solís Zelaya, enviado a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial y a la Licda. Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo Superior y otros, que dice:

Muchas gracias Ileana. Estoy plenamente de acuerdo con la realización de esta actividad docente y con el contenido temático ofrecido.
4. Oficio nº. SACJ-136-2015 del 23 de enero del 2015, de la Licda. Lucrecia Chaves Torres, jefa Sección Administrativa de la Carrera Judicial, Departamento de Personal – Gestión Humana, enviado a la Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema, que dice:  
Para su conocimiento y fines consiguientes, se le transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-002-2015, celebrada el 13 de enero del año en curso, que literalmente indica: 

Articulo 1

, se solicita que la Escuela Judicial valore la conveniencia de impartir un programa especializado de carácter obligatorio para todos los y las personas postulantes al cargo de Juez o Jueza de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, modalidad PISAV, cuyo objetivo sea brindarles las competencias básicas cognitivas, actitudinales, así como destrezas y habilidades necesarias para el ejercicio exitoso de su función como juzgadores y juzgadoras, a través de un plan de formación integral y sistemático en los temas relacionados con las materias que se tramitan en la plataforma."

[…]
SE ACORDÓ: 1) Solicitar a la Presidencia de la Corte, Consejo Superior y Secretaría General de la Corte, que en la solicitud de los concursos de ternas, se haga la observación cuando se trata  de esta modalidad PISAV, para que la Sección Administrativa de la Carrera Judicial en las consultas de ternas indique que debe cumplirse con el protocolo aprobado por el Consejo Superior para estos efectos.  2) Solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, se  incorpore esta temática  en los cursos de capacitación y nivelación y en los programas de especialidad en materia penal y de familia que sea procedente e incluya el desarrollo de las actitudes, aptitudes, habilidades y destrezas que en dicha modalidad se requieran. […]
5. Oficio nº. 1287-2015 del 05 de febrero del 2015, de la Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema, enviado al Dr. Román Solís Zelaya, Coordinador de la Comisión para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), que dice:  
Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 1-15 celebrada el 12 de enero del año en curso, que dice: ARTÍCULO XL
[…]
iv.- Coordinar con la Escuela Judicial y las unidades de capacitación del Poder Judicial la preparación  y puesta en práctica  de programas de formación para las personas facilitadoras; 

f.- La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de los órganos judiciales auxiliares: en coordinación con Conamaj, tendrán a su cargo incorporar en sus programas de profesionalización, capacitación y formación del personal judicial el SNFJ. Estará encargada de dirigir los procesos de formación relacionados al SNFJ, además de incluir estos procesos dentro de su planificación operativa anual. La Escuela Judicial diseñará y dará el seguimiento a la formación de las facilitadoras y los facilitadores judiciales en mediación comunitaria.

[…]
Se dispuso: 1.) Tener por rendido el informe sobre los resultados de la implementación del Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales “Luis Paulino Mora Mora” (SNFJ), durante su primer año de ejecución en los Segundos Circuitos Judiciales de Alajuela y Zona Atlántica. 2.) Aprobar las Directrices Generales del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales “Luis Paulino Mora Mora” en la forma propuesta. En ese sentido, se tienen por modificadas y sustituidas las directrices aprobadas por esta Corte en la sesión N° 16-13 celebrada el 22 de abril del 2013, artículo XXVIII.

· Acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en la sesión nº. 10-14 celebrada el 20 de agosto del año en curso, que literalmente dice: ARTÍCULO  VIII

SE ACUERDA: Designar al Dr. Juan Carlos Segura Solís, integrante del este Consejo Directivo, a fin de que realice un estudio desde el punto de vista académico, al  “Acuerdo   de Cooperación entre la Corte Suprema de  Justicia de la República de Costa Rica y la Secretaría General de la Organización de los Estados Unidos Americanos para el establecimiento de un servicio de facilitadores y facilitadoras judiciales en la República de Costa Rica”,  a fin de  valorar si será necesario la firma de un addendum a dicho contrato, a efectos de  que  la Escuela Judicial pueda brindar capacitación en el programa señalado. ACUERDO FIRME.

6. Plan Estratégico de la Escuela Judicial acorde con el Plan Estratégico Institucional y presentación de la propuesta de actualización FODA de la Escuela Judicial.
7. Correo electrónico, 26 de enero de 2015, de la M.Sc. Paola Amey Gómez, Defensora Pública,  dice que:

En cumplimiento del Contrato firmado en razón de la Beca para Cursar la Maestría de  Administración de justicia con énfasis en Relaciones Familiares de la Universidad Nacional concretamente en la Cláusula Cuarta que indica que “El Beneficiario” se compromete en un plazo no mayor a tres meses a partir de la conclusión de los estudios y obtención del título correspondiente, en los casos en que así se establezca, a presentar al Consejo de Personal con copia a la Escuela Judicial, un informe final detallado sobre los estudios realizados.  Asimismo, deberá presentar ante la Biblioteca Judicial un ejemplar del Trabajo Final de Graduación",  adjunto el Informe respectivo de los estudios realizados para dar cumplimiento a dicha cláusula.

9. Correo electrónico del 04 de febrero de 2015, de la M. Sc. Diana Fernández Barrantes, sobre ofrecimiento de servicios de capacitación para la Escuela Judicial, beca 007-AD-2012, M. Sc. Diana Fdez. Maestría en Administración de Justicia
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ARTÍCULO I
Aprobación del acta n.º 01-2015 del 20 enero de 2015. 
SE ACUERDA:   Aprobar el acta n.º 01-2015 del 20 enero de 2015.

Se abstienen de votar, por no haber participado en dicha sesión, el Dr. Juan Carlos Segura Solís. 
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ARTÍCULO  II
Oficio CACC-775-2014 de la Comisión de Acceso a la Justicia Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, del 22 de octubre de 2014, suscrito a la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, que dice:
La Unidad de Acceso a la Justicia,  en coordinación con la Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales del Poder Judicial, dentro del Programa EUROsociAL II -  Proyecto para la  reducción de barreras para el acceso a la justicia de las personas con discapacidad psicosocial y discapacidad auditiva, y a través de una consultoría realizada para ese fin, ha desarrollado durante  2013 y 2014, proyectos encaminados a obtener la eliminación de barreras que afectan a estas poblaciones.


Durante el año 2013 se elaboraron dos instrumentos, Protocolo de atención para el efectivo acceso a la justicia de personas con discapacidad psicosocial y Protocolo para la acreditación de la idoneidad de intérpretes judiciales de LESCO.


Como seguimiento a las actividades realizadas en 2013, este año se diseñaron dos cursos,  “Sensibilización y concienciación en Discapacidad Psicosocial: Derechos Humanos y su aplicación para el efectivo acceso a la Justicia” y “Derechos Humanos de las personas con discapacidad auditiva”.  El objetivo con estos cursos fue impartirlos a un grupo, para que se constituyeran en personas formadoras capaces de reproducir los conocimientos adquiridos y realizar posteriores réplicas, orientadas a provocar un cambio en la cultura judicial, libre de estigma, prejuicios y estereotipos.


Por otra parte, en este momento dentro del mismo proyecto, se realiza un diagnóstico para conocer las condiciones reales de acceso a la justicia de ambas poblaciones, así como un instrumento de monitoreo para dar seguimiento y poder medir el impacto de la aplicación de los protocolos, de las capacitaciones mediante los cursos diseñados en los funcionarios (as)  judiciales, y de la mejora en las condiciones de atención y acceso a la justicia de estas poblaciones. El resultado del monitoreo deberá ser informado a EUROsociAL.


El pasado 2 de octubre la Unidad de Acceso a la Justicia convocó a una reunión con la participación de la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación
, con el fin de coordinar la inclusión en sus planes de trabajo los cursos citados. Producto de esa reunión se tomaron los siguientes acuerdos (Se adjunta la minuta correspondiente):


“1.- Incluir en el PAO de la Escuela Judicial, Unidades de Capacitación y Unidad de acceso del próximo año los cursos Sensibilización y concienciación en discapacidad psicosocial: Derechos Humanos y su aplicación para el efectivo acceso a la justicia y Derechos Humanos de la población con discapacidad auditiva. Para que se imparta uno de los cursos en el primer semestre y el otro en el segundo.


2.- Que Kattia Escalante realice una propuesta a Román Bresciani Gestor de la Escuela Judicial, para que se incluya en el ciclo de vídeo conferencias iberoamericano el tema de la discapacidad, y realizar contactos para exponer sobre el tema de discapacidad psicosocial y auditiva, aprovechando la coyuntura presentada con el desarrollo de los proyectos Eurosocial en esos temas, así como de otras discapacidades.”


Con fecha 17 de octubre mediante correo electrónico, la Licda. Kattia Escalante informó, que el Lic. Mateo Ivankovich le manifestó que la forma de hacer estas solicitudes, es a través del Consejo Directivo de la Escuela Judicial.


Por lo anterior respetuosamente le dirijo a usted esta petición, para que por su digno medio sea conocida por el Consejo Directivo, y se autorice que los cursos mencionados puedan ser replicados el próximo año por la Escuela Judicial, en coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia y las Unidades de Capacitación. 

ANEXO 
Minuta 

Reunión celebrada con representantes de la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación

Jueves 2 de agosto de 2014

Presentes: Hulda Chinchilla Rizo, Unidad de Capacitación del Ministerio Público; Juan Carlos Morales, Unidad de Capacitación de la Defensa Pública; Kattia Campos Zúñiga, Unidad de Capacitación del Organismo de Investigación Judicial; Kattia Escalante Barboza, Escuela Judicial; Gloriela Soto Blanco, Sección de capacitación de Gestión Humana; Alejandra Monge Arias, Coordinadora Unidad de Acceso a la Justicia.

Alejandra saluda y da la bienvenida a las personas participantes, expone que el objetivo de la reunión es: 

1.-  Tal y como se señala en el oficio de convocatoria, solicitar a la Escuela Judicial y cada una de las Unidades la transversalización en cursos, charlas y talleres, temas de derechos humanos orientados hacia las poblaciones en condición de vulnerabilidad. 

2.- Realizar una propuesta para que se escoja un tema o población en condición de vulnerabilidad, para que tanto la Escuela Judicial como las Unidades de Capacitación desarrollen acciones conjuntas, que sean incluidas en los respectivos PAOS. 

3.- Entregar dos CD, uno con el curso Sensibilización y concienciación en discapacidad psicosocial: Derechos Humanos y su aplicación para el efectivo acceso a la justicia y Derechos Humanos de la población con discapacidad auditiva. Los discos contienen la guía de la persona facilitadora, de la persona participante, lecturas y vídeos, es decir el curso completo. En cuanto las personas que impartieron los cursos, entreguen la lista con los nombres de quienes aprobaron el curso, se las hará llegar, para que puedan seleccionar personas que puedan impartir el curso. Se pretende que estos cursos sean replicados.

4.- Se propone a las personas asistentes indicar cualquier otra acción, que consideren pertinente realizar en forma conjunta.

Seguidamente Alexis Mora entrega los discos mencionados.

Kattia Escalante señala la importancia de realizar acciones afirmativas, por ejemplo impartir cursos específicos, porque no es suficiente transversalizar ciertos temas, sino que hay que reforzar desarrollando cursos orientados a promover los derechos de una población específica. Por lo que propone incluir en el FIAJ el curso sobre discapacidad psicosocial.

Alejandra pregunta si estarían de acuerdo que el curso de discapacidad psicosocial sea impartido el próximo año, no solo por la Escuela Judicial, sino por todas las Unidades.

Juan Carlos Morales, manifiesta que la Defensa Pública está trabajando en este momento en la elaboración de los planes de capacitación, indica que cada año consideran dentro de sus capacitaciones temas relacionados con derechos humanos y poblaciones en condición de vulnerabilidad. Propone a Kattia Escalante que la Escuela Judicial coordine la ejecución de un curso en 2015 y que las Unidades de Capacitación se comprometan a seleccionar participantes dentro de sus poblaciones y enviar las listas.

Tanto Kattia Escalante, como Kattia Campos, Hilda Chinchilla y Gloriela Soto, manifiestan estar de acuerdo. Señalan además que la Escuela Judicial y las demás Unidades de Capacitación también incluyen derechos humanos y poblaciones en condición de vulnerabilidad en la propuesta anual de cursos.

Se discute en relación con la forma de impartir los cursos, la selección de las personas facilitadoras, se menciona el ofrecimiento de Rodrigo Jiménez para apoyar el proceso de capacitación el próximo año, pero se estima importante que sean las propias personas formadas este año, las que los impartan, pues precisamente el objetivo ha sido crear un equipo de profesionales formados (as)  en cada unidad de capacitación, es decir capacidad instalada. 

Se considera que el aporte de las Unidades de Capacitación a la Escuela Judicial, no sería solamente enviar participantes a los cursos, sino contribuir con facilitadores (as) que hayan aprobado el curso. 

Alejandra y Kattia Campos opinan la importancia de que se repliquen los dos cursos, es decir, el de discapacidad auditiva también, las personas presentes manifiestan estar de acuerdo.

Kattia Escalante propone también organizar un ciclo de vídeo conferencias iberoamericano, con el eje temático de la discapacidad, sugiere incluir la psicosocial, la auditiva y algunos otros temas que la Unidad de Acceso a la Justicia podría proponer. Informará a Román Bresciani encargado de la coordinación de las vídeo conferencias.

Alejandra indica que este tipo de reuniones se seguirán realizando, porque es importante abordar cada una de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, y realizar coordinaciones con las Subcomisiones para el acceso a la justicia de las poblaciones en condición de vulnerabilidad, para paulatinamente estandarizar temas de interés.

Acuerdos:

1.- Incluir en el PAO de la Escuela Judicial, Unidades de Capacitación y Unidad de acceso del próximo año los cursos Sensibilización y concienciación en discapacidad psicosocial: Derechos Humanos y su aplicación para el efectivo acceso a la justicia y Derechos Humanos de la población con discapacidad auditiva. Para que se imparta uno de los cursos en el primer semestre y el otro en el segundo.

2.- Que Kattia Escalante realice una propuesta a Román Bresciani Gestor de la Escuela Judicial, para que se incluya en el ciclo de vídeo conferencias iberoamericano el tema de la discapacidad, y realizar contactos para exponer sobre el tema de discapacidad psicosocial y auditiva aprovechando la coyuntura presentada con el desarrollo de los proyectos Eurosocial en esos temas, sí como de otras discapacidades.

3.- Considerar a futuro el abordaje conjunto de temas de capacitación, y considerar paulatinamente los temas e intereses de cada una de las Subcomisiones. 
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Además de lo solicitado en el anterior oficio, la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, señaló que en el mes de diciembre de 2014, se reunió con el Sr. Luis Fernando Astorga Gatjens, Director Ejecutivo del Instituto Interamericano sobre Discapacidad y Desarrollo Inclusivo (IIDI), experto en el tema de Discapacidad,  quien le presentó la siguiente propuesta de “CURSO VIRTUAL SOBRE POLÍTICAS PÚBLICAS Y DERECHOS DE  LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD”, el cual tiene interés de impartir en el Poder Judicial, y se describe a continuación:
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IMPARTE EL INSTITUTO INTERAMERICANO SOBRE DISCAPACIDAD Y DESARROLLO INCLUSIVO (IIDI):

Curso Virtual 2015 sobre Políticas Públicas y Derechos de las Personas con Discapacidad

El Instituto Interamericano sobre Discapacidad y Desarrollo Inclusivo (IIDI) ofrece, a partir del año 2015, una opción formativa en Costa Rica, orientada a contribuir en el desarrollo y perfeccionamiento de las políticas públicas centradas en la implementación de los derechos de las personas con discapacidad

Se trata del Curso Virtual sobre Políticas Públicas y Derechos de las Personas con Discapacidad, que está dirigido a funcionarias y funcionarios públicos y, en general, a profesionales interesados en estos temas.

Este esfuerzo organizativo y formativo que emprende el IIDI cuenta con la valiosa colaboración de la Universidad Estatal a Distancia (UNED), que mediante su política de extensión universitaria, facilita su Plataforma de Aprendizaje en Línea (PAL) para el desarrollo del curso. Asimismo brinda el apoyo técnico necesario para el mejor uso y aprovechamiento de esa plataforma virtual por parte de las y los participantes. 

Las razones del curso

El Estado costarricense ha adoptado en los últimos dos decenios una serie de normas jurídicas (nacionales e internacionales), que deberían favorecer a las personas con discapacidad. Sin embargo, existe un enorme desfase entre estos preceptos jurídicos y la vida cotidiana de la gran mayoría de las personas con discapacidad, que habitan el país.

Por distintas razones, estas buenas y bien intencionadas normas vigentes, no se traducen --del todo o de manera muy limitada-- en políticas públicas inclusivas. Se dice acertadamente: “La ley es buena pero no se cumple”. De esta manera, persisten múltiples formas de discriminación y exclusión social que afectan a las personas con discapacidad. 

Ha habido y hay esfuerzos de entidades públicas para mejorar esta situación, empero es necesario un esfuerzo institucional mucho mayor, más concreto y práctico. Precisamente los conocimientos sistematizados y experiencias que se compartirán en este Curso del IIDI, buscan fortalecer y enriquecer las acciones institucionales, orientadas a hacer efectivos los derechos de las personas con discapacidad.

Una respuesta necesaria

El propósito es que el o la funcionaria que reciba el curso virtual adquiera el dominio necesario para que desde la entidad donde labore, impulse –en forma práctica—el desarrollo de políticas institucionales inclusivas. Con ello, contribuirá a que su institución (sea del Gobierno central, autónoma o semiautónoma, municipal, Asamblea Legislativa, Poder Judicial, Tribunal Supremo de Elecciones, universitaria o cualquier otra) cumpla con sus obligaciones de cara a la normativa vigente en derechos de las personas con discapacidad; con lo cual el Estado como un todo avanza y se hace más justo, democrático e inclusivo. 

Obviamente que con este deseable avance, se beneficiarán las personas con discapacidad, particularmente las mayormente discriminadas y excluidas. Igualmente, se beneficiaran –desde luego— las funcionarias y funcionarios que reciban este curso virtual, ya que avanzarán en su desarrollo profesional y en su carrera, y contarán  con bases más sólidas para contribuir en el desarrollo social del país.

El curso virtual se asienta en una metodología que ha obtenido muy buenos resultados y asegura contenidos, que reflejan lo más avanzado en el campo de la discapacidad, que tiene su base en el modelo social y el enfoque de derechos humanos. Tanto el facilitador general del curso los docentes  tutores son expertos en esta materia y todos los contenidos y materiales responden al paradigma social en discapacidad.

Con este esfuerzo el IIDI busca compartir su rica trayectoria en el campo de la promoción de los derechos de las personas con discapacidad y el desarrollo inclusivo, para el progreso de Costa Rica, sus instituciones y las personas con discapacidad, a partir de la idea inspiradora de que “una sociedad que es buena para la personas con discapacidad, es una sociedad mejor para todas las personas” (Lissa Kauppinen).

Modalidad y duración del curso

El curso es de carácter virtual sin embargo se contemplan tres momentos presenciales:

· El primero de ellos es un seminario-taller en el que se presentarán los principales temas del curso y mediante el cual se inaugura la actividad formativa.

· El segundo es un taller en el que se reforzarán conceptos para la preparación de los trabajos finales del curso, y

· El tercero es el acto de cierre del curso, en el cual se entregarán los certificados y se premiarán a los tres mejores trabajos individuales.

El curso se desarrollará durante ocho semanas de los meses de mayo y junio del 2015. Su inicio está fijado para el sábado, 2 de mayo, 2015 a través del acto inaugural y el seminario-taller, que se celebrarán en el edificio del CENAREC; ubicado en Guadalupe de Goicoechea.

Programa 

El curso se divide en tres unidades y siete temas, organizados de la siguiente manera:

Unidad 1: Situación de las personas con discapacidad y paradigmas sobre discapacidad. Incluye dos temas:

Tema 1: La situación de las personas con discapacidad en Costa Rica y

Tema 2: Paradigmas sobre discapacidad.

Unidad 2: Derechos humanos y derechos de las personas con discapacidad, que abarca tres temas:

Tema 3: Derechos humanos,

Tema 4: Normativa internacional de derechos de las personas con discapacidad y

Tema 5: Normativa nacional de derechos de las personas con discapacidad.

Unidad 3 – Desarrollo Inclusivo, políticas públicas e incidencia política, que contiene dos temas:

Tema 6: Políticas públicas para el desarrollo inclusivo y

Tema 7: Incidencia política desde un marco institucional.

Metodología

En la metodología del curso, se incluyen textos de lectura obligatoria para cada tema y textos complementarios, que será de lectura opcional para las y los participantes.

Los principales temas serán también cubiertos por presentaciones “Power Point” orientadas a repasar y reforzar elementos contenidos en las lecturas base. Asimismo algunos temas serán cubiertos a través de videos informativos y didácticos, de gran calidad.

Todos estos materiales serán colocados en la plataforma virtual del curso y se abrirán, oportunamente, en arreglo a la unidad y temas que se desarrollen.

El facilitador general definirá cuatro horas durante cada una de las ocho semanas del curso para atender consultas directas de las y los participantes. El intercambio se desarrollará mediante el Chat interno de la plataforma.

La parte expositiva virtual del curso se complementará con dos seminarios-talleres presenciales, como se indicó más arriba y un acto final de clausura formal. 

Trabajo final

Los conocimientos adquiridos a lo largo del curso, las y los estudiantes los deben aprovechar al elaborar su trabajo final, que será de carácter individual.

Este trabajo consistirá en la propuesta de diseño inicial o mejoramiento de una política institucional (cuando ya existiera), mediante la cual se hagan efectivas normas que contenga derechos de las personas con discapacidad.

Se busca de esta manera que el curso contribuya en forma práctica, al diseño y mejora de políticas institucionales aplicables en el contexto costarricense.

Matrícula y forma de pago del curso bimestral

El costo por cada estudiante que se matricule en el curso virtual, es de US $ 450,00 o su equivalente en colones, al cambio oficial en la fecha en que realizó su matrícula.

Esto le da derecho a beneficiarse de todas las actividades y recursos que ofrece el curso. Asimismo, si cumple satisfactoriamente con todas las actividades evaluativas y gana el curso, se le entregará el correspondiente certificado de aprovechamiento, en el cual se indica las 90 horas académicas que requirió el curso.

El costo total del curso es la suma de US $ 450,00 (cuatrocientos cincuenta dólares estadounidenses).

La matrícula del curso deberá realizarse entre el lunes, 16 de febrero y el sábado, 28 de marzo del 2015, inclusive.

Para matricularse la persona interesada deberá solicitar un formulario a la dirección: luferag@ice.co.cr y enviarlo, debidamente, lleno a la misma dirección electrónica. Igualmente, deberá depositar la suma de US $ 112,50 (25 % del costo total del curso) o su equivalente en colones, a la cuenta del Banco Nacional de Costa Rica (BNCR), número: 100-02-077-600062-2.
El monto pendiente para completar los US $ 450,00 (US $ 337,50) deberá de cancelarse con la fecha límite: Miércoles, 15 de abril (requisito imprescindible). Se deberá depositar en la misma cuenta bancaria indicada.

Para obtener mayor información sobre el curso puede llamar a los teléfonos: 

8392-7941 o 2253-7562.
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Formulario de inscripción para matrícula:

Curso del IIDI 2015 sobre Políticas Públicas y Derechos de las Personas con Discapacidad

Por favor, complete todos los espacios en blanco de las dos páginas siguientes:

	I. DATOS GENERALES:



	Nombre completo del participante

(con 2 apellidos, tal y como aparece en su cédula de identidad, ya que así aparecerá en el certificado):
	

	Número de documento de identidad:


	

	Fecha de nacimiento:


	Día:
	Mes:
	Año:

	
	
	
	

	Correo electrónico:


	

	Teléfonos:


	Celular:
	

	
	Trabajo:
	

	
	Casa:
	

	Dirección de su domicilio:


	

	Dirección del lugar de trabajo o estudios:


	

	II. FORMACIÓN PROFESIONAL:



	Profesión:


	

	Nivel alcanzado:


	

	III. ACTIVIDAD LABORAL:



	Nombre de institución o empresa 

donde labora:(Si no está trabajando, 

indíquelo)


	

	Cargo que desempeña:


	

	IV. INTERÉS Y CONOCIMIENTO PREVIO SOBRE TEMAS DEL CURSO:



	¿Cuáles son sus expectativas del curso?


	

	¿Ha recibido alguna capacitación sobre derechos de las personas con discapacidad? (Informe brevemente):


	

	¿Conoce que es una política pública?


	

	¿La entidad donde labora cuenta con una política institucional para hacer efectivos derechos de las personas con discapacidad?

(Explique en forma breve):


	

	¿De qué manera cree que pueda aplicar los conocimientos adquiridos en el lugar de trabajo?

(Explique brevemente)
	

	V. PAGO DE MATRÍCULA INICIAL:



	Realicé el pago inicial de matrícula de US $ 112,50 (o su equivalente en colones, al cambio oficial en la fecha del depósito) en la siguiente fecha:
	Día:
	Mes: 
	Año:

	
	
	
	

	Información importante a  tener en cuenta:

1) Se le recuerda que debe enviar este formulario completamente lleno al correo electrónico: luferag@ice.co.cr El archivo de formulario debe titularse con el nombre completo del estudiante. Por ejemplo: Formulario-curso-Pedro Marín Coto.doc
2) Para iniciar el proceso de matrícula debe cancelar el 25 % del valor total del curso; es decir: US $ 112,50. Para completar el proceso de matrícula debe cancelar el restante 75 %: US $ 337,50 hasta completar: US $ 450,00 que es el valor total del curso. La fecha límite para completar el pago es el Miércoles, 15 de abril, 2015 (requisito imprescindible).
3) En todo pago que realice el IIDI le extenderá un recibo de pago que se le enviará escaneado por correo electrónico o, si lo requiere, en original. 

4) Una vez que haya completado el pago completo del curso, tendrá derecho a utilizar todos los recursos y actividades planificadas, que se desarrollarán en los meses de mayo y junio del 2015. Oportunamente, se le enviará la información necesaria para tener acceso a la plataforma virtual del curso.

5) Es necesario indicar que para obtener el certificado del Curso, el participante debe finalizarlo y obtener un promedio mínimo del 70 %, en la calificación final.
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD 1.) Agradecer al Sr. Luis Fernando Astorga Gatjens, Director Ejecutivo del Instituto Interamericano sobre Discapacidad y Desarrollo Inclusivo (IIDI), por la propuesta de capacitación enviada sobre “POLÍTICAS PÚBLICAS Y DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD’’. No obstante,  informarle que la Escuela Judicial no cuenta con contenido presupuestario para asumir el costo de esa capacitación. 2.) Solicitar a la Comisión de Acceso a la Justicia Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, una aclaración acerca del grupo de funcionarias y funcionarios judiciales capacitados sobre el tema de discapacidad, mediante el Programa de EUROsocial II, quienes este Consejo Directivo estima, pueden asumir la función de facilitadoras y facilitadores en el tema sobre “Discapacidad psicosocial: Derechos Humanos y su aplicación para el efectivo acceso a la justicia y Derechos Humanos de la población con discapacidad auditiva”. 3.) Aprobar para la Escuela Judicial y Unidades de Capacitación, en coordinación con la Unidad de Acceso a la Justicia, un curso no de sensibilización y concienciación, sino de desarrollo por competencias en “Discapacidad psicosocial: Derechos Humanos y su aplicación para el efectivo acceso a la justicia y Derechos Humanos de la población con discapacidad auditiva”, ambos temas condesados en uno sólo, para el segundo semestre de este año 2015. Por consiguiente, los equipos técnicos que quedaron instalados mediante la capacitación recibida a través del programa de EUROsocial II, junto con una persona metodóloga de la Escuela Judicial, deberán realizar el diseño curricular de este curso, a la medida para las juezas, jueces, fiscalas, fiscales, defensoras y defensores. 4.) Que en relación al ciclo de vídeo conferencias iberoamericano sobre el tema antes mencionado, se considera no debe ser internacionalizado hasta tanto se cuente con la experiencia en el ámbito nacional.  5.) Hacer una atenta instancia a la Comisión de Acceso a la Justicia Poblaciones en Condición de Vulnerabilidad, para que remita oportunamente a la Escuela Judicial los temas de capacitación de interés por parte de la Comisión y Subcomisiones, para ser considerado por este Consejo Directivo, en el Plan de Capacitación 2016. ACUERDO FIRME. 

-0-
ARTÍCULO III
Correo electrónico del 22 de enero del 2014, del Dr. Adrián Torrealba Navas, enviado a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial y a la Licda. Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo Superior y otros,  que dice:
 
En seguimiento de la reunión sostenida ayer, y en nombre de la Comisión Tributaria del Colegio de Abogados y del Instituto Costarricense de Estudios Fiscales, proponemos los siguientes temas para iniciar con un ciclo de 4 sesiones para jueces contenciosos y letrados Sala Primera, una por semana:

 Cuestiones polémicas sobre la prescripción en materia tributaria.

1. Límites al desconocimiento de las formas contractuales según el criterio de realidad económica

2. Cuestiones polémicas sobre la territorialidad en el impuesto sobre la renta.

3. Aplicación de las Normas Internacionales de Información Financiera para efectos del impuesto sobre la renta.

 La idea es hacer sesiones con un ponente y unos 2 comentaristas.

 

Docentes posibles:

 Sector Académico y Privado:  Adrián Torrealba, Diego Salto, José María Oreamuno,  alguien  de Deloitte & Touche por determinar, Lorna Medina, Carlos Camacho, Juan Manuel Gómez, Gonzalo Fajardo, Gabriela González.

Sector Público:  Roberto Garita y  Cynthia Abarca (Jueces contenciosos) Mauren Vega (Procuraduría), Jenny Jiménez (Dirección General de Tributación), alguien del Tribunal Fiscal Administrativo.

Una idea interesante podría ser armar también alguna “Antología” con escritos sobre los temas.
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· Correo electrónico del 22 de enero del 2014, del Mag. Román Solís Zelaya, enviado a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial y a la Licda. Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo Superior y otros, que dice:
Muchas gracias Ileana. Estoy plenamente de acuerdo con la realización de esta actividad docente y con el contenido temático ofrecido.
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La  Licda. Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial, comunicó a las y los integrantes de este Consejo Directivo que el 21 de enero del presente año, recibió en la Escuela al Dr. Adrián Torrealba Navas, quien le planteo la anterior propuesta de  cursos para la Escuela Judicial mediante docentes del sector público y privado, de manera gratuita. Igualmente, se contó con la participación de la M.Sc. Lupita Chaves Cervantes, integrante del Consejo Superior, en dicha reunión. Expresa que le comunicó al Dr. Torrealba, que dicha propuesta de cursos, debía ser sometida al conocimiento de las y los integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial. 

En atención a la anterior oferta, las y los integrantes de este Consejo destacan que la Escuela Judicial tiene un plan regular de capacitación mediante el “Programa de Especialización en la materia Contencioso Administrativo”,  el cual contiene el módulo de Derecho Tributario, entre otros temas. 
Escuela Judicial “Lic. Édgar Cervantes Villalta”

PLAN DE CAPACITACIÓN 2015

	Programa
	Subprograma
	Actividad
	Fecha
	Horario
	Horas
	Lugar
	Modalidad
	Certificación
	Dirigido a
	Facilitadores

	Especialización 

	Contencioso Administrativo

	Derecho Regulatorio
	27 de marzo, 10, 17, y 24 de abril, 08, 15 y 22 de mayo
	Viernes de las 07:30 a las 4:30
	150
	Sede central
	Bimodal
	Aprovechamiento
	Jueces y juezas de la jurisdicción contenciosa administrativa
	Personas facilitadoras de la Escuela Judicial

	
	
	Contratación Administrativa
	29 de mayo, 05, 12, 19 y 26 de junio, 03 de julio.
	Viernes de las 07:30 a las 4:30
	120
	Sede central
	Bimodal
	Aprovechamiento
	Jueces y juezas de la jurisdicción contenciosa administrativa
	Personas facilitadoras de la Escuela Judicial

	
	
	Taller de procesal contencioso
	07, 14, 21 y 28 de agosto
	Viernes de las 07:30 a las 4:30
	85
	Sede central
	Bimodal
	Aprovechamiento
	Jueces y juezas de la jurisdicción contenciosa administrativa
	Personas facilitadoras de la Escuela Judicial

	
	
	Derecho Tributario
	04, 11, 18 y 25 de septiembre, 02 y 10 de octubre
	Viernes de las 07:30 a las 4:30
	125
	Sede central
	Bimodal
	Aprovechamiento
	Jueces y juezas de la jurisdicción contenciosa administrativa
	Personas facilitadoras de la Escuela Judicial


	Actualización

	Derecho Público
	Proceso Contencioso Administrativo
	5, 12, 19 y 26 de junio 2015
	08:00 a 16:00 horas
	32
	Sede Central
	Presencial
	Participación
	Personas juzgadoras que tramitan procesos contenciosos administrativos
	Equipo docente de la Escuela Judicial


	Extensión

	Redes 

Inter-institucionales


	Proceso Contencioso Administrativo
	7, 14, 21 y 28 de agosto; 4, 11, 18, 25 de setiembre.
	13:00 a 17:00 horas
	32
	Por definir
	Presencial
	Participación
	Personal profesional de CCSS
	Docente de la Escuela Judicial


	Extensión

	
	Ciclo 

Nacional de Conferencias

sobre 

Derecho Contencioso Administrativo
	27 de febrero; 6, 13, 20 y 27 de marzo de 2015


	De las 3:00 a 5:00 p.m.
	8
	Auditorio Miguel

Blanco Quirós,

edificio de la Plaza

de la Justicia, con

transmisión en

directo a las Sedes Regionales.
	Presencial
	Participación
	General y Sedes Regionales
	Especialistas 


No obstante, se recomienda someter la anterior propuesta de cursos sobre: 1. Cuestiones polémicas sobre la prescripción en materia tributaria. 2. Límites al desconocimiento de las formas contractuales según el criterio de realidad económica. 3. Cuestiones polémicas sobre la territorialidad en el impuesto sobre la renta. 4. Aplicación de las Normas Internacionales de Información Financiera para efectos del impuesto sobre la renta; planteados por el Dr. Dr. Adrián Torrealba Navas, a la estimación de las y los honorables integrantes de la Sala Primera de la Corte Suprema, para que valoren la razón de oportunidad y de conveniencia de dicha capacitación, para el funcionariado judicial que labora en la jurisdicción contencioso administrativo, conforme a las “Políticas Generales de Capacitación y Formación del Poder Judicial”, formuladas por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial en la sesión extraordinaria número 09-08, del 26 de noviembre de 2008 y aprobado por la Corte Suprema de Justicia, en la sesión Nº 6-09 del 16 de febrero de 2009, específicamente en su inciso “i)”, que dice:

“La ejecución de actividades extraordinarias de capacitación no comprometerá los recursos humanos, técnicos, financieros y materiales destinados a cumplir el Plan anual de trabajo aprobado previamente. Las instancias proponentes de tales actividades procurarán, cuando sea necesario, facilitar los recursos extraordinarios requeridos para llevar a cabo tales actividades.”
-0-
SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: 1.) Informar que la Escuela Judicial tiene un plan regular de capacitación, mediante el “Programa de Especialización en la materia Contencioso Administrativo”, el que contiene el módulo de Derecho Tributario, entre otros temas.  2.) Respetuosamente se somete a la consideración de las y los honorables integrantes de la Sala Primera de la Corte Suprema,  la anterior propuesta de cursos planteado por el Dr. Dr. Adrián Torrealba Navas, para que valoren la razón de oportunidad y de conveniencia de dicha capacitación, para el funcionariado judicial que labora en la jurisdicción contencioso administrativo y si es posible ejecutarlo con fondos de la Comisión de lo Contencioso Administrativo. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO IV
Oficio nº. SACJ-136-2015 del 23 de enero del 2015, de la Licda. Lucrecia Chaves Torres, jefa Sección Administrativa de la Carrera Judicial, Departamento de Personal – Gestión Humana, enviado a la Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema, que dice:  
Para su conocimiento y fines consiguientes, se le transcribe el acuerdo tomado por el Consejo de la Judicatura en sesión CJ-002-2015, celebrada el 13 de enero del año en curso, que literalmente indica: 
“ARTÍCULO I

En la sesión CJ-044-14 celebrada el 09 de diciembre de 2014, artículo IX se conoció el siguiente asunto: 

“El Consejo de la Judicatura en la sesión No. CJ-042-14 celebrada el 18 de noviembre de 2014, artículo VIII, conoció el siguiente asunto:

 "Documento: 17662

El señor Gustavo Barquero Morales, Prosecretario General de la Corte, en oficio 11700-14 de fecha 12 de noviembre del presente año, comunicó el acuerdo del Consejo Superior, sesión No. 94-14 celebrada el 28 de octubre, artículo LXIII, que literalmente indica:

 "Documento N° 12572-14

La máster Sara Arce Moya, Coordinadora Técnica de la Plataforma Integrada de Servicios a Víctimas (PISAV), en oficio N° 2279-OAPVD-14 de 20 de octubre de 2014, 

"La Plataforma Integrada de Servicios de Atención a Víctimas (PISAV), que opera en Pavas, se constituyó a partir de este año en un modelo de gestión de despacho judicial, manteniendo una modalidad de trabajo caracterizada por el trabajo interdisciplinario, el enfoque integral, la perspectiva de género que requiere de una coordinación efectiva entre los diferentes actores que la conforman, con el propósito de brindar una solución oportuna a los requerimientos de las personas usuarias de los servicios. 

Como resultado de la última evaluación realizada a la gestión de la plataforma, en el primer semestre de este año, en el caso del juzgado, se evidenció la necesidad de contar con un "Registro de suplentes", exclusivo para el Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica, modalidad PISAV, conformado por profesionales que se encuentren elegibles en el cargo de Juez 1, es decir que hayan aprobado el examen de conocimientos en la materia de familia (pensiones alimentarias) y violencia doméstica.

Esta solicitud se fundamenta en la necesidad de disponer de profesionales en derecho que realicen sustituciones temporales y que además de cumplir con los requisitos exigidos en la normativa de la carrera judicial, se encuentren dispuestos(as) a trabajar en un modelo distinto de despacho judicial y poseer ciertas habilidades personales del oferente, tales como: capacidad para trabajar con otras disciplinas, sensible, tolerante, proactivo(a), con vocación de servicio y compromiso, conciliador(a), comunicativo(a), entre otras características.

Es conveniente indicar que se tiene conocimiento que el registro que existe corresponde a una lista de suplentes que se había conformado para el juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Pavas, modalidad escrito, despacho que ya no existe como tal, pues desde el 4 noviembre de 2013, se convirtió en el juzgado oral electrónico de la plataforma, razón por la cual se estima necesario contar con un nuevo registro actualizado que se adapte a las nuevas condiciones de la modalidad de trabajo de la plataforma.

Por otra parte, al discutir los resultados de la evaluación citada se acordó gestionar ante el Consejo Superior que el Departamento de Gestión Humana y el Consejo de la Judicatura, diseñen un "Perfil del cargo" para el Juez o Jueza de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, modalidad PISAV, basado en las competencias que demanda el modelo, con base en las siguientes justificaciones:

1. Al existir la posibilidad de extender esta forma de trabajo a otras localidades, resulta fundamental contar con un perfil idóneo para aquellos profesionales en derecho que desean laborar en la modalidad PISAV, de forma tal que el desempeño del puesto, en general, responda al propósito clave de administrar justicia en correspondencia con los principios rectores que caracterizan el modelo PISAV.

2. Que se considere que la plataforma es un nuevo modelo de organización y trabajo distinto a un "despacho tradicional", en consecuencia es deseable que él o la postulante encuadre en dicho perfil, potenciando las siguientes habilidades: buen manejo normativo, excelente comunicador(a), con capacidad para trabajar con otras disciplinas y coordinar con otras instituciones, sensible, con suficiente conocimientos sobre derechos humanos y de derechos de poblaciones especialmente vulnerables, entre otras competencias. 

Para garantizar el mejor desempeño en el cargo, se solicita que la Escuela Judicial valore la conveniencia de impartir un programa especializado de carácter obligatorio para todos los y las personas postulantes al cargo de Juez o Jueza de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, modalidad PISAV, cuyo objetivo sea brindarles las competencias básicas cognitivas, actitudinales, así como destrezas y habilidades necesarias para el ejercicio exitoso de su función como juzgadores y juzgadoras, a través de un plan de formación integral y sistemático en los temas relacionados con las materias que se tramitan en la plataforma."

Se acordó: 1) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, para que analice la viabilidad de la propuesta que hace la máster Sara Arce Moya, Coordinadora Técnica de la Plataforma Integrada de Servicios a Víctimas (PISAV). 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Escuela Judicial a fin de que valore la conveniencia de impartir un programa especializado de carácter obligatorio para todas las personas postulantes al cargo de Juez o Jueza de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica, modalidad PISAV.""

 Se cita a continuación la normativa relacionada con el tema de la confección de las listas de juezas y jueces suplentes:

Ley de Carrera Judicial:

"Artículo 69. Al producirse una vacante, lo mismo que en el caso de que el titular se encuentre con licencia o suspendido en el ejercicio de sus funciones, mientras se hace el nombramiento que corresponda, se llamará al respectivo suplente funcionario judicial o se designará a alguno de los funcionarios supernumerarios, independientemente  del grado que hubiesen obtenido dentro de la carrera, siempre que hubieran sido escogidos para ocupar puestos temporales en la administración de justicia.  A falta de los anteriores, podrán hacerse nombramientos interinos; para ello se dará preferencia a quienes integren la lista de elegibles para la clase de puesto de que se trate, en su defecto, para otros grados inferiores del escalafón; solamente, si no fuere posible hacerlo de ese modo, podrá designarse a otro abogado."

Reglamento de Carrera Judicial:

"Artículo 47. El Consejo de la Judicatura integrará mediante concursos internos, que convocará, cuando las necesidades así lo requieran, una lista principal de suplentes para los distintos tribunales de justicia.

Para cada despacho se formará un rol de no más del triple de los titulares del respectivo despacho…"

Articulo 48. Las listas se ordenarán consignando en primer lugar a los funcionarios de mayor categoría, en orden de notas de acuerdo con la posición de la nómina de elegibles, y después, siguiendo el mismo criterio, el resto de los funcionarios.

 Artículo 53. Asimismo, el Consejo de la Judicatura, de acuerdo con las necesidades, convocará a concursos abiertos, con el fin de integrar una lista de suplentes complementaria para cada despacho judicial, también no mayor de tres personas por titular.

Los concursantes deberán reunir los requisitos de los artículos 47 y 48; este último en lo pertinente; y podrán participar todos los abogados que no sean funcionarios judiciales en sí; pero se le dará preferencia a quienes estén elegibles en ese sistema en la materia de que se trate, debiendo ser ubicados en tal caso en la lista de acuerdo con sus notas."

Previamente a resolver el asunto, procede solicitar un informe a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en relación con las competencias que se valoran según el perfil establecido para el cargo de juez (a) 1 y 3 de familia, Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias.

SE ACORDÓ: Previamente a resolver el asunto, solicitar un informe a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en relación con las competencias que se valoran según el perfil establecido para el cargo de juez (a) 1 y 3 de familia, Violencia Doméstica y Pensiones Alimentarias.

En atención al acuerdo anterior, la señora Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, informó lo siguiente:

Relativo al perfil que se aplica para la evaluación de las personas oferentes y que es aplicado por los profesionales en las áreas de psicología, medicina y trabajo social, las competencias que se valoran son las siguientes:

Área de Psicología:

Competencias genéricas  (para todos los jueces y juezas):

· Humanismo y Consciencia Social 

· Calidad 

· Visión democrática 

· Razonamiento crítico y lógico 

· Ética y Transparencia 

· Liderazgo 

· Independencia jurídica 

Competencias específicas  (Juez 1)

· Capacidad cognitiva 

· Inteligencia integradora 

· Creatividad 

· Comunicación efectiva 

· Capacidad para dirección y toma de decisiones 

· Inteligencia emocional 

· Trabajo en equipo 

· Objetividad 

Competencias específicas  (categoría Juez 3)

· Actitud positiva 

· Adaptabilidad 

· Planificación y Organización 

· Aprendizaje permanente 

Competencias específicas  (materia de Familia)

· Conciliación y Mediación 

· Sentido de prioridad 

 Área de Trabajo Social:

	 COMPETENCIAS JUEZ O JUEZA 1 FAMILIA
	COMPETENCIAS JUEZ O JUEZA 3 FAMILIA

	· Humanismo y conciencia social 

· Calidad 

· Visión democrática 

· Razonamiento crítico y lógico 

· Ética y transparencia 

· Liderazgo 

· Independencia Jurídica 

· Inteligencia integradora 

· Comunicación efectiva 

· Capacidad para dirección y toma de decisiones 

· Inteligencia emocional 

· Trabajo en equipo 

· Objetividad 

· Conciliación y mediación 

· Sentido de prioridad 
	  Humanismo y conciencia social 

  Calidad 

  Visión democrática 

  Razonamiento crítico y lógico 

  Ética y transparencia 

  Liderazgo 

  Independencia Jurídica 

  Actitud Positiva 

  Adaptabilidad 

  Aprendizaje permanente 

  Planificación y organización 

  Conciliación y mediación 

  Sentido de prioridad 


 

Para todos los perfiles de la Judicatura se exploran comportamientos o conductas relacionadas con políticas institucionales vigentes sobre Valores, Discapacidad, Género (en general Accesibilidad), con la gestión del despacho, la comunicación efectiva, el manejo de herramientas de apoyo a la función jurisdiccional y aquellos aspectos que de acuerdo con la formación profesional, la experiencia en procesos de evaluación de jueces y juezas y los eventuales hallazgos, se consideren pertinentes. 

Del informe anterior procede tomar nota y previamente a resolver se considera prudente otorgar una audiencia a la señora Sara Arce Moya, Coordinadora Técnica de la Plataforma Integrada de Servicios a Víctimas (PISAV), con el propósito de que explique en detalle a este Consejo las razones que dan origen a la solicitud que se hace.

SE ACORDÓ: 1) Tomar nota del informe de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial. 2) Previamente a resolver conceder una audiencia a la señora Sara Arce Moya para que explique en detalle a este Consejo la naturaleza de la gestión que se plantea.

En este acto se recibe a la señora Sandra Arce Moya  y el señor Saúl Arce Brenes, quienes en resumen indicaron lo siguiente:

Que esta plataforma dio inicio en diciembre del año 2011 y tiene como objetivo que las personas reciban atención integral en el ámbito judicial y otras instituciones estatales, en un mismo espacio  físico sin que las personas usuarias tengan que desplazarse a diferentes lugares. En Pavas cuentan con el servicio de un juez de Violencia Doméstica, Defensa Pública, Departamento de Trabajo Social, Oficina de Atención a la Víctima, Unidad Médico Legal y la colaboración del Colegio de Abogados con una defensoría social y  una Unidad médico legal que busca que la persona salga con una solución integral.   Señala que a partir del año 2014 dicha plataforma pasó de ser un plan piloto para convertirse en un Modelo de Gestión de Despacho Judicial y que el proyecto se está replicando en La Unión, Siquirres y San Joaquín de Flores.  Agregan que el equipo de trabajo de la plataforma  brinda un abordaje integral e interdisciplinario a las personas víctimas de violencia intrafamiliar  y social, de ahí que los jueces o juezas que ocupen esos cargos deben de contar con el conocimiento del modelo y  el protocolo que fuera aprobado por el Consejo Superior para esta modalidad de atención.  Además de  contar con experiencia y poseer actitudes y aptitudes específicas, capacidad para trabajar en equipo y compromiso de trabajo con la modalidad, entre otras características, que les permita cumplir con el papel protagónico para ejecutar con éxito las tareas atinentes a la intervención judicial y acoplarse a la modalidad de trabajo requerida,  porque no es el rol tradicional. Asimismo, el señor Saúl Arce refiere la conveniencia de que los jueces que sean nombrados sean jueces 1 y no 3,  porque los jueces que asumen la competencia oral, electrónica son jueces de esa categoría y la práctica dentro de la plataforma es básicamente para la materia de pensiones  alimentarias. Dicho lo anterior finaliza la audiencia.

Analizado lo expuesto, este Consejo considera prudente que en los concursos de las plazas destinadas para laborar bajo esta modalidad, se haga la observación a las personas oferentes y se indique que debe cumplirse con el protocolo que fuera aprobado por el Consejo Superior.  Para ello, deberá la Secretaría General de la Corte o bien el Consejo Superior y la Presidencia, señalar dicha particularidad cuando se soliciten los concursos, para que la información se consigne cuando se haga la consulta de ternas.  Asimismo, es importante que la Escuela Judicial incorpore esta temática  en los cursos de capacitación y nivelación que sea procedente e incluir el desarrollo de las actitudes, aptitudes, habilidades y destrezas que en dicha modalidad se requieran.  Asimismo, que los profesionales de la Unidad Interdisciplinaria de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, verifiquen si dentro de los perfiles de evaluación se contemplan las características competenciales requeridas según la descripción que para estos efectos suministre la señora coordinadora del PISAV. En caso de que de que sea necesario hacer algún ajuste en los perfiles, estos profesionales harán la propuesta a este Órgano para su valoración y aprobación.  Además, se considera oportuno incluir el material bibliográfico en los temarios correspondientes a los concursos para el cargo de juez 1 genérico, juez 1 y 3 de  familia, juez 1 y 3 penal y conciliación. El detalle de la bibliografía será aportada por la señora coordinadora del PISAV.  En lo relativo a la conveniencia señalada para que los concursos se hagan con la categoría de juez (a) 1, procede trasladar la inquietud al Consejo Superior para la valoración respectiva.

En este acto se recibe a la señora Sandra Arce Moya  y el señor Saúl Arce Brenes, quienes en resumen indicaron lo siguiente:

Que esta plataforma dio inicio en diciembre del año 2011 y tiene como objetivo que las personas reciban atención integral en el ámbito judicial y otras instituciones estatales, en un mismo espacio  físico sin que las personas usuarias tengan que desplazarse a diferentes lugares. En Pavas cuentan con el servicio de un juez de Violencia Doméstica, Defensa Pública, Departamento de Trabajo Social, Oficina de Atención a la Víctima, Unidad Médico Legal y la colaboración del Colegio de Abogados con una defensoría social y  una Unidad médico legal que busca que la persona salga con una solución integral.   Señala que a partir del año 2014 dicha plataforma pasó de ser un plan piloto para convertirse en un Modelo de Gestión de Despacho Judicial y que el proyecto se está replicando en La Unión, Siquirres y San Joaquín de Flores.  Agregan que el equipo de trabajo de la plataforma  brinda un abordaje integral e interdisciplinario a las personas víctimas de violencia intrafamiliar  y social, de ahí que los jueces o juezas que ocupen esos cargos deben de contar con el conocimiento del modelo y  el protocolo que fuera aprobado por el Consejo Superior para esta modalidad de atención.  Además de  contar con experiencia y poseer actitudes y aptitudes específicas, capacidad para trabajar en equipo y compromiso de trabajo con la modalidad, entre otras características, que les permita cumplir con el papel protagónico para ejecutar con éxito las tareas atinentes a la intervención judicial y acoplarse a la modalidad de trabajo requerida,  porque no es el rol tradicional. Asimismo, el señor Saúl Arce refiere la conveniencia de que los jueces que sean nombrados sean jueces 1 y no 3,  porque los jueces que asumen la competencia oral, electrónica son jueces de esa categoría y la práctica dentro de la plataforma es básicamente para la materia de pensiones  alimentarias. Dicho lo anterior finaliza la audiencia.

Analizado lo expuesto, este Consejo considera prudente que en los concursos de las plazas destinadas para laborar bajo esta modalidad, se haga la observación a las personas oferentes y se indique que debe cumplirse con el protocolo que fuera aprobado por el Consejo Superior.  Para ello, deberá la Secretaría General de la Corte o bien el Consejo Superior y la Presidencia, señalar dicha particularidad cuando se soliciten los concursos, para que la información se consigne cuando se haga la consulta de ternas.  Asimismo, es importante que la Escuela Judicial incorpore esta temática  en los cursos de capacitación y nivelación que sea procedente e incluir el desarrollo de las actitudes, aptitudes, habilidades y destrezas que en dicha modalidad se requieran.  Asimismo, que los profesionales de la Unidad Interdisciplinaria de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, verifiquen si dentro de los perfiles de evaluación se contemplan las características competenciales requeridas según la descripción que para estos efectos suministre la señora coordinadora del PISAV. En caso de que de que sea necesario hacer algún ajuste en los perfiles, estos profesionales harán la propuesta a este Órgano para su valoración y aprobación.  Además, se considera oportuno incluir el material bibliográfico en los temarios correspondientes a los concursos para el cargo de juez 1 genérico, juez 1 y 3 de  familia, juez 1 y 3 penal y conciliación. El detalle de la bibliografía será aportada por la señora coordinadora del PISAV.  En lo relativo a la conveniencia señalada para que los concursos se hagan con la categoría de juez (a) 1, procede trasladar la inquietud al Consejo Superior para la valoración respectiva.

SE ACORDÓ: 1) Solicitar a la Presidencia de la Corte, Consejo Superior y Secretaría General de la Corte, que en la solicitud de los concursos de ternas, se haga la observación cuando se trata  de esta modalidad PISAV, para que la Sección Administrativa de la Carrera Judicial en las consultas de ternas indique que debe cumplirse con el protocolo aprobado por el Consejo Superior para estos efectos.  2) Solicitar al Consejo Directivo de la Escuela Judicial, se  incorpore esta temática  en los cursos de capacitación y nivelación y en los programas de especialidad en materia penal y de familia que sea procedente e incluya el desarrollo de las actitudes, aptitudes, habilidades y destrezas que en dicha modalidad se requieran.  3) Solicitar a la señora Sara Arce Moya, Coordinadora Técnica de la Plataforma Integrada de Servicios a Víctimas (PISAV), que suministre la  descripción de las habilidades competenciales requeridas y el material bibliográfico que corresponda. 4) Solicitar a los profesionales de la Unidad Interdisciplinaria de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, verifiquen si dentro de los perfiles de evaluación se contemplan las características competenciales que se requieren para esta modalidad.  En caso de que se requieran ajustes, se informe a este Consejo para la valoración y aprobación según corresponda.   5) Solicitar a los tribunales evaluadores para los cargos de juez 1 genérico, juez 1 y 3 de  familia, juez 1 y 3 penal y conciliación incluyan en los temarios el material bibliográfico sobre esta temática, la cual debe ser objeto de evaluación. 6) Hacer del conocimiento del Consejo Superior este acuerdo para que se valore lo expuesto en relación con la conveniencia de que los concursos de terna se hagan con la categoría de juez (a) 1. ”
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La M.Sc. Marisol Barboza Rodríguez, metodóloga de la Escuela Judicial, rinde el siguiente informe, que dice:

Sobre el taller PISAV
Se celebra una reunión el 13 de agosto del 2013, en Pavas, en las oficinas de la Plataforma Integral de Atención a las Víctimas (PISAV) con doña Marielos Rojas Espinoza y don Saúl Arce Brenes por parte de esta oficina, a la cual acude doña Rebeca Guardia Morales y Marisol Barboza Rodríguez por parte de la Escuela Judicial.
Esta reunión responde a una solicitud de acompañamiento metodológico para un proceso de inducción dirigido a las personas que inician su trabajo en PISAV. Se acuerda que la temática que debe abordarse es:
1. El modelo conceptual del PISAV

◦ Filosofía del modelo

◦ Principios del modelo

◦ Servicio Público de Calidad

◦ Interés institucional por la Plataforma y su labor

◦ Interés por la víctima

◦ Enfoque integral y multidisciplinario
2. La Plataforma Integrada de Servicios de Atención a la Víctima

◦ Misión, visión y objetivos

◦ Organigrama

◦ Protocolos

◦ Proceso de coordinación interinstitucional
◦ Proceso de seguimiento

◦ Funciones de cada área

▪ Actividades

▪ Tareas

◦ Opciones de respuesta integral

◦ Divulgación de su labor

◦ Control y evaluación del proyecto
3. Personas funcionarias del PISAV

◦ Perfil de la personas facilitadora del PISAV

▪ Actitudes
4.

▪ Cargas de trabajo

▪ Resistencias

◦ Inteligencia emocional

◦ El trabajo con los expedientes
Ante la petición se acuerda realizar un taller de aprovechamiento con una duración de 32 horas presenciales y 8 horas virtuales. Para estas últimas se emplearán los recursos de la Plataforma de cursos virtuales de la Escuela Judicial (foro, wiki, subidas avanzadas). El taller propuesto se ejecuta en horario de 8 de la mañana a 4:30 de la tarde.
Este taller que se diseña y ejecuta se dirige a una población concreta, personas funcionarias que se van a desempeñar en la Plataforma Integrada de Servicio y Atención a las Víctimas.
Para que la solicitud que hace el Consejo de la Judicatura y la Sección Administrativa de Carrera Judicial, de incorporar el taller como parte de la formación de personas juzgadoras dentro de los programas de especialización y nivelación que se desarrollan en la Escuela Judicial, sea efectiva, se plantean las siguientes recomendaciones:
1. Efectuar una revisión por parte de una persona especialista, funcionaria de la PISAV y convencida de su funcionamiento, ello contribuiría con un proceso tanto formativo como de sensibilización.
2. Modificar el diseño del taller para que responda a la población solicitada.
3. La modificación debe relacionarse con el abordaje de algunos de los temas y de las actividades que les acompañan, en aspectos muy puntuales.
4. Se trata de una modificación parcial, pues es una actividad formativa constructivista y por competencias, bimodal, que se extiende durante una semana. Se recomienda que estas condiciones se mantengan y que se revisen algunos ejercicios que se plantean.
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SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: 1.) Agradecer a la M.Sc. Marisol Barboza Rodríguez, metodóloga de la Escuela Judicial, por el anterior informe.  2.) Aprobar, conforme a lo solicitado por el Consejo de la Judicatura en su sesión CJ-002-2015, del 13 de enero del 2015, ARTÍCULO I, la incorporación del taller sobre la “Plataforma Integrada de Servicios de Atención a Víctimas (PISAV)”, por parte de la Escuela Judicial,  dentro del Programa de Nivelación y así como en la Especialización en materia Penal y de Familia, como parte de la formación para las personas juzgadoras. Asimismo, la inclusión del desarrollo de las actitudes, aptitudes, habilidades y destrezas que en dicha modalidad se requiera. La Dirección de la Escuela Judicial coordinará lo concerniente, para la ejecución. 2.) Comuníquese a la oficina de la Plataforma Integral de Atención a las Víctimas (PISAV) y a la Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, para su conocimiento. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO V

Oficio nº. 1287-2015 del 05 de febrero del 2015, de la Licda. Silvia Navarro Romanini, secretaria general de la Corte Suprema, enviado al Dr. Román Solís Zelaya, Coordinador de la Comisión para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), que dice:  
Muy respetuosamente, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 1-15 celebrada el 12 de enero del año en curso, que literalmente dice:

“ARTÍCULO XL

Documento 14340-2014

        
En sesión N° 16-13 celebrada el 22 de abril de 2013, artículo XXVIII, se aprobó el desarrollo del proyecto piloto para la implementación del Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales en Costa Rica, conforme a los lineamientos señalados en el citado acuerdo.

El Magistrado Solís y la máster Sara Castillo Vargas, por su orden, Presidente y Directora Ejecutiva de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), en oficio N° Of-524-CONAMAJ-14 de 1  de diciembre último, manifestaron:

“Con la finalidad de informar  a ustedes  los resultados de la implementación del Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales Luis Paulino Mora Mora (SNFJ) durante su primer año de ejecución en los circuitos judiciales de Segundo de Alajuela y Segundo de Limón y la posterior implementación en Puntarenas, Sarapiquí y Pérez Zeledón, presentamos a ustedes este Informe que contempla los antecedentes, avances, información dura y recomendaciones sobre el desarrollo de este Servicio en el país.  Los cuales han sido exitosos y empiezan a mostrar el resultado  y la respuesta positiva y generalizada que ha tenido, tanto en las comunidades así como el en contexto nacional.

El segundo documento que se presenta para su conocimiento son las Directrices Generales Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales “Luis Paulino Mora Mora”, las cuales vendrán a reglar la labor, funciones, roles y responsabilidades de todos los actores que participamos del Servicio. Estas Directrices sustituyen las iniciales aprobadas por Corte en sesión N° 16-13, artículo XXVIII al integrar las adaptaciones y cambios que vieron  como necesarios durante el tiempo del proyecto piloto. 

Agradecemos la confianza y el apoyo que se le ha dado a este Servicio desde su inicio,  así como el compromiso que ha mostrado el personal judicial de todas las instancias participantes.” 
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Directrices Generales

Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales “Luis Paulino Mora Mora”

Poder Judicial de Costa Rica

1.- Introducción 

El compromiso judicial de garantizar un mayor y mejor acceso a la justicia por parte de personas en condiciones de vulnerabilidad  se ha constituido en uno de los pilares del Poder Judicial de Costa Rica. En los últimos años esta institución ha adoptado una serie de acciones tendientes a la mejora o creación de condiciones que faciliten el acceso a servicios de justicia, con políticas, programas, comisiones y cambios a nivel interno[1].

Estos lineamientos se fundamentan en la misión y la visión del Poder Judicial, en tanto apuntan a una administración de justicia pronta, cumplida y sin denegación, y se refuerzan con el plan estratégico 2013-2018 que parte del principio de que la institución 

“… administrará justicia garantizando el acceso a los servicios y la igualdad de oportunidades de las personas, sin discriminación de género, etnia, ideología, nacionalidad, discapacidad, religión, diversidad sexual; simplificando los procesos judiciales mediante la aplicación de modernos sistemas de gestión como la Resolución Alterna de Conflictos, Justicia Restaurativa, Conciliación, Oralidad, Gestión Electrónica; y con personal consciente de su función en la sociedad. (…) Además, la incorporación de socios estratégicos a través de los espacios de participación ciudadana, que contribuyan a la legitimación y confianza de la institución...” (Planificación, 2012. La negrita no pertenece al original).

Sin embargo, la institución reconoce que a pesar de los esfuerzos realizados no es posible  cubrir la totalidad de la población, con especiales dificultades de garantizar el acceso a justicia a las poblaciones en mayores condiciones de vulnerabilidad.   

Con el fin de dar respuesta a esta dificultad, y gracias a la guía del Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales de la Organización de Estados Americanos (PIFJ-OEA), se inició la implementación del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales. Este servicio buscar acercar la justicia a las comunidades con mayores dificultades de acceso, mediante la colaboración de personas voluntarias, formadas por el Poder Judicial, que median en conflictos menores, asesoran y guían a sus vecinas y vecinos en temas judiciales y comunales. 

El PIFJ-OEA ha llevado el modelo del servicio a varios países de Latinoamérica y ha tenido como principal resultado que la “población en condiciones críticas de acceso a la justicia (pobreza, marginalidad, falta de presencia del Estado, lejanía de los servicios judiciales,) mejora su calidad de vida, reduciendo la conflictividad y disponiendo de mayor acceso a los órganos de administración de justicia a partir de movilizar sus propias fortalezas comunitarias en alianza con el Estado”[2]. 

Este servicio permite que un mayor número de personas tenga acceso a justicia, principalmente aquellas que por las condiciones de pobreza, nivel educativo y lejanía ven limitadas sus posibilidades de acceder a los servicios que brinda el Poder Judicial. Además, el servicio plantea la posibilidad de reducir el circulante que manejan los despachos contravencionales, pues la resolución de los problemas sociales por medios alternativos permite que se aminore de manera importante la litigiosidad. Al disminuir la cantidad de personas que se dirigen a los juzgados, estos tendrán más posibilidades de dar un mejor servicio.

Este servicio constituye una manera alternativa de participación ciudadana[3], en la que los mismos actores locales reconocen sus problemas y realizan acciones para resolverlos, bajo el amparo de un juez o una jueza. Esto permite que las comunidades comprendan el funcionamiento judicial, aprendan a resolver conflictos menores de manera restaurativa y que se reduzca el número de casos en los juzgados, lo que converge en un aumento de la confianza en el sistema de justicia[4].

Finalmente, este proceso de educación legal y mediación de conflictos por y con las comunidades, potencia la creación de una cultura jurídica en la población y un aumento del conocimiento sobre el sistema judicial, en un contexto en que el 72,8% de la población manifiesta conocer poco o nada de las funciones del Poder Judicial[5].

2.- Antecedentes

Con el fin de hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia por parte de los grupos más vulnerables, el Poder Judicial se interesó por el modelo facilitadores judiciales que venía impulsando el PIFJ-OEA en los Poderes Judiciales de la región.

En noviembre del 2012 se dieron los primeros contactos entre autoridades judiciales y representantes del programa. En los meses siguientes varias magistradas, magistrados y el sector gerencial de la institución conocieron de cerca el funcionamiento del servicio y los beneficios que este trae para las comunidades. En febrero del 2013 Corte Plena declaró el PIFJ de interés institucional y en abril aprobó nombrarlo en honor al Dr. Luis Paulino Mora Mora (q.d.D.g), expresidentes de la Corte Suprema de Justicia y principal precursor del servicio en Costa Rica.

Los principales acuerdos y directrices institucionales que respaldan el servicio son:

· Corte Plena, sesión N° 04-13, artículo XXVIII. Declara de interés institucional el Programa de Facilitadores Judiciales (PIFJ) de la Organización de Estados Americanos. 

· Corte Plena, sesión N° 16-13, artículo XXVIII. Aprueba la implementación del plan piloto del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales Luis Paulino Mora Mora.

· Corte Plena, sesión N° 71-13, artículo LXXVII. Reconoce la labor de jueces y juezas en el servicio y solicita a la Inspección Judicial tener presente estas funciones. Además autoriza las suplencias por las vías institucionales.

· Consejo Superior, sesión N° 51-14, artículo LI. Ratifica que la labor de jueces y juezas en el SNFJ es una función regular de su cargo y no una función temporal. 

2.- Objetivos del SNFJ

General:

· Ofrecer un servicio de justicia más accesible para todas las poblaciones, especialmente las que presentan mayores limitaciones. 

Específicos:

· Facilitar el acceso a justicia de las poblaciones en mayores condiciones de vulnerabilidad. 

· Reducir la conflictividad en las comunidades y promover la paz social.

· Reducir el número de conflictos menores que ingresan al sistema judicial.

3.- Cobertura

El servicio tendrá cobertura nacional, sin embargo se priorizarán las zonas rurales y aquellas que presenten más dificultades de acceso a los servicios que brinda el Poder Judicial. 
4. Beneficiarios

· Personas en condición de vulnerabilidad. 

· Personas que habitan en comunidades lejanas.

· Personas con dificultades para acceder los servicios judiciales.

· Operadores/as de justicia.[6]
5.- Metodología del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales

El SNFJ es un servicio que el Poder Judicial brinda a la población mediante las personas facilitadoras, quienes apoyan las labores de las juezas y los jueces a nivel local, efectúan acciones de difusión jurídica y prevención, convirtiéndose en un enlace entre la ciudadanía y el Poder Judicial. 

El servicio se basa en la colaboración estrecha entre líderes y lideresas de las comunidades que se desempeñan como facilitadoras y facilitadores judiciales, estrictamente de forma voluntaria, apolítica y bajo la dirección y supervisión de jueces y juezas. 

La prestación del servicio establecido es responsabilidad del Poder Judicial, y será ejecutado por medio de las juezas y los jueces locales[7] y las unidades administrativas de dicha institución. 

Las juezas y los jueces locales podrán contar con el apoyo de juezas y jueces de conciliación, supernumerarios y de otras materias, quienes recibirán toda la formación necesaria para este propósito. Además, en los casos que se considere conveniente y factible podrán nombrar y coordinar el trabajo de facilitadoras y facilitadores.

5.1. Caracterización y funciones de las facilitadoras y las facilitadores judiciales

El cargo de facilitador o facilitadora judicial tiene las siguientes características:

a.- Es un servicio social voluntario y sin remuneración alguna, no recibe contraprestaciones ni pagos o beneficios de las partes.

b.- Su función es ejercida exclusivamente en el ámbito geográfico de su localidad, comunidad, barrio, zona o palenque.

c.- No actúa de oficio, sino a solicitud de las juezas y jueces, o de las partes interesadas.

d.- Ejerce sus funciones en su residencia o en cualquier espacio de su ámbito geográfico dentro de su comunidad o barrio; no tiene una sede específica para realizar sus funciones.

e.- Si una persona facilitadora judicial se encuentra impedida de intervenir en un caso concreto, trasladará la atención a una facilitadora o a un facilitador con más cercanía, si la persona interesada así lo permite.

Son funciones de las personas facilitadoras judiciales, las siguientes:

a.- Realizar los trámites que les encargan el juez o la jueza correspondiente, apoyándole en las actividades y diligencias propias de su función.

b.- Dar orientación, información, asesoría o consejos en temas jurídicos y/o administrativos a las personas que se lo solicitan. 

c.- Facilitar el acuerdo entre las partes a través de mediaciones, asesoramiento de personas y actuar como amigables componedores, todo ello en el marco de las leyes. 

d.- Proporcionar información jurídica y cívica a la población mediante charlas, facilitando a la ciudadanía el conocimiento de los derechos y obligaciones, prohibiciones, valores, principios y garantías contenidas en la Constitución  Política de la República de Costa Rica, demás leyes y reglamentos. 

e.- Remitir casos o informar situaciones a la autoridad judicial que no pueden resolver por falta de voluntad de una de las partes o porque la ley lo prohíbe, siempre que una de las partes así lo solicite.

g.- Fomentar la educación legal popular mediante charlas sobre diferentes temas de interés. 

Los requisitos para ser facilitadora o facilitador Judicial son los siguientes:

a.- Ser mayor de edad. 

b.- Ser una persona honrada, honesta, imparcial, con liderazgo, reconocida por su vocación de servicio y buen actuar. 
c.- Estar en total disposición de trabajar voluntariamente y actuar de buena fe.

d.- Tener arraigo y residencia estable en el lugar donde habita de, al menos, dos años. 

e.- No tener antecedentes penales, policiales, ni causas judiciales que puedan afectar  su legitimidad como persona facilitadora y la del Servicio.

f.- No ejercer cargos en instancias u organizaciones  de la seguridad pública, tránsito o seguridad privada; o haber dejado de hacerlo, al menos, un año antes de iniciar la función de facilitadora o facilitador judicial.

g.- No ejercer  cargo político alguno, ni ser activista de un partido político.

h.- Saber leer y escribir. 

i.- No estar ejerciendo como abogada o abogado litigante.

j.- No ser pastor o líder de una congregación religiosa.

k.- Haber sido juramentada o juramentado públicamente por una jueza o un juez.

Son deberes de la facilitadora o facilitador judicial:

a.- Firmar el acta de compromisos al inicio de sus labores.

b.- Desarrollar las funciones que le fueron asignadas dentro de la circunscripción territorial previamente indicada por el órgano jurisdiccional;

c.- Informar mensualmente a la jueza o el juez correspondiente sobre las actividades realizadas, mediante la documentación correspondiente;

d.- Mantener relación y comunicación con las funcionarias y los funcionarios judiciales y autoridades locales donde ejerce su función;

e.- Realizar las gestiones encomendadas guardando el debido respeto tanto a las autoridades locales como a los miembros de la comunidad; 

f.- Mantener absoluta confidencialidad en los asuntos sometidos a su conocimiento;

g.- No efectuar ningún cobro, aceptar dinero, dádivas o regalos derivados de las funciones que desarrolle como facilitadora o facilitador judicial;

h.- Asistir puntualmente a las capacitaciones que se le brinden con el objeto de mejorar el servicio que presta;

i.- No intervenir en aquellos casos en que guarde parentesco de consanguinidad o afinidad con algunas de las partes o tenga algún conflicto de interés;

j.- No presidir asociaciones, cooperativas, sindicatos o cualquier otra clase de agrupación, cuando ello afecte la imparcialidad de su gestión como facilitador o facilitadora judicial, y

 k.- Al concluir su función, entregar la documentación del servicio al juez o la jueza local, así como de los signos  de identificación y materiales relativos al SNFJ. 

Derechos de la facilitadora o facilitador judicial:

a.- Contar con reconocimiento y respeto como facilitadoras o facilitadores judiciales ante las instancias judiciales a nivel local y nacional; siempre y cuando hayan cumplido con el proceso de selección, nombramiento, juramentación y capacitación;  

b.- Recibir la atención necesaria por parte de los jueces y las juezas locales de su cantón a efecto de recibir el asesoramiento y orientaciones necesarias en temas jurídicos;

c.- Recibir la capacitación adecuada para el ejercicio de sus funciones;

d.- Proponer temas de capacitación a efecto de lograr un mejor desempeño en su función, cuando lo consideren conveniente y necesario; 

f.- Recibir de la jueza o el juez correspondiente la acreditación e insumos necesarios para realizar, de una manera más eficiente, la labor que le fue encomendada; y

g.- Renunciar al cargo como facilitador o facilitadora judicial. La renuncia debe ser presentada de forma escrita ante el juez o jueza correspondiente. 

5.2. La selección y designación de los facilitadores y las facilitadoras judiciales se regirá por las siguientes directrices:  

a.- El juez o la jueza, teniendo en cuenta las demandas de la población, las características del SNFJ y las condiciones de las localidades, preselecciona las  comunidades donde se establecerá el servicio.

b.- La jueza o el juez, con apoyo del personal del juzgado, de la Administración Regional, Conamaj y/o del PIFJ-OEA, visitará las comunidades en al menos dos ocasiones. La primera para contactar liderazgos locales, informar a la mayor parte de la población sobre los alcances de la figura de la persona facilitadora judicial y motivar la participación en la reunión o asamblea donde se designará a la facilitadora o al facilitador judicial.  En la segunda visita se llevará a cabo la asamblea abierta, en la cual la población, de manera natural y democrática, selecciona su facilitadora o facilitador, siempre y cuando reúna los requisitos establecidos en estas directrices. Si es necesario, la jueza o juez podrá ampliar el número de asambleas dependiendo de la realidad y necesidades de la comunidad visitada, todo con la finalidad de lograr una adecuada selección.

c.- Ninguna persona podrá ser designada como persona facilitadora judicial del Poder Judicial de manera automática o sin mediación de una asamblea comunitaria donde se respeten los mecanismos democráticos. El único mecanismo de selección y designación válido es el antes descrito. 

d.- La jueza o juez procederá a nombrar y juramentar a la persona facilitadora judicial. Para ello se sigue un trámite formal que incluye la preparación de una ficha con datos de la persona nombrada y la emisión de un documento de identificación. La juramentación es un acto solemne y, en ocasiones especiales, puede ser realizado por autoridades o jerarcas judiciales.

e.- El juez o la jueza no puede nombrar como facilitador o facilitadora judicial a una persona si la comunidad no lo ha designado como tal. Por su parte el juez o la jueza tiene la potestad de expresar reservas y de no acoger la designación si la persona designada o por designarse no cumple con los requisitos establecidos. 

5.3. Permanencia del facilitador o facilitadora judicial

a.- Las personas facilitadoras permanecen ejerciendo sus funciones de manera indefinida, mientras cuenten con el mandato de su comunidad y la valoración positiva de la jueza o el juez local;

b.- Se promoverá la estabilidad, lo cual permite acumular experiencia y conocimientos en el servicio; 

c.- Cuando una persona facilitadora termina el ejercicio de su cargo se repondrá la designación siguiendo el mismo método antes descrito. 

El cargo de facilitador y facilitadora judicial puede terminar por:

a.- Cambio de residencia o muerte de la persona facilitadora judicial; 

b.- Renuncia;

c.- Incumplimiento de alguno de los deberes y/o requisitos establecidos en estas directrices.

d.- Faltas por incumplimiento de sus funciones, deberes o condiciones descritas en estas directrices;

e.- Insatisfacción en los resultados de su función, mal o falta de desempeño en las labores como persona facilitadora.

f.- Por pérdida  de confianza de la comunidad a la que sirve  y/o del juez o de la jueza con quien está vinculado;

g.- Apertura de causas judiciales en asuntos de naturaleza dolosa donde figure como imputado.

Cuando en el desempeño de sus funciones el facilitador o la facilitadora judicial infrinja la ley, incurrirá en responsabilidad y, según la naturaleza del hecho cometido será facultad de la jueza o del juez correspondiente determinar si puede continuar ejerciendo su cargo o no. 

Los facilitadores o facilitadoras judiciales que infrinjan la ley no podrán alegar su condición de facilitadoras o facilitadores como circunstancia atenuante ni recibir ningún beneficio debido a esta  condición.

En caso de que la persona facilitadora no continúe en su rol, por la razón que fuere, deberá devolver al juez o a la jueza correspondiente el equipamiento que se le entregó al iniciar sus funciones en perfecto estado, a saber: chaleco, gorra, maletín, carné, materiales de consulta, libro de actas y los formularios remanentes. 

El cargo de facilitador y facilitadora judicial puede suspenderse por un máximo de seis meses:

a.- Enfermedad;

b.- Cuido de un familiar;

c.- Cambio de residencia temporal, no mayor a los 6 meses;

d.- Realizar temporalmente actividades incompatibles con la figura de facilitar o facilitadora judicial.

e.- Estudio

f.- Otro motivo considerado válido por la jueza o juez correspondiente.

5.4. Para la prestación del servicio, son necesarios los siguientes documentos:

Para las personas facilitadoras judiciales:

Para el registro de las labores y funciones los facilitadores y las facilitadoras judiciales utilizarán, al menos, la siguiente documentación: libro de actas,  formulario de reporte de actividades mensuales, actas de mediación y ficha de remisión de casos, todos los cuales serán proporcionados por parte del Poder Judicial.

i.- En el libro de actas anotarán todos los servicios que presten;

ii.- El formulario de reportes de actividades mensuales debe ser llenado por los facilitadores o las facilitadoras judiciales una vez al finalizar cada mes y entregado o transmitido al juez o a la jueza contravencional, dentro de los diez días hábiles del mes siguiente; 

iii.- Las  actas de mediación deben ser utilizadas por los facilitadores o las facilitadoras judiciales para registrar las mediaciones que realicen. Deberán entregar copias a las partes, remitir el acta al juez o a la jueza y conservar una copia.

iv.- La ficha de remisión de casos es utilizada en aquellos casos en los que las personas interesadas no llegan a un acuerdo de mediación, o bien el caso sobrepasa las funciones de la persona facilitadora, por lo que le promociona una ficha de remisión para que se dirija a la oficia judicial correspondiente a realizar los trámites de forma ordinaria.

Para las juezas y los jueces:

Las juezas y los jueces abrirán un archivo para cada una de sus facilitadoras y facilitadores judiciales, en el cual adjuntará el formulario de información general, el acta de nombramiento, el acta de juramentación, las actas de mediación realizadas, los informes mensuales, así como cualquier otra información que consideren oportuna sobre la persona facilitadora y su desempeño. 

i.- En el formulario de información general anotará los datos de identificación y dirección de los facilitadores y las facilitadoras judiciales; los datos de la comunidad, barrio, palenque o zona, y otros datos que se consideren necesarios; 

ii.- En el acta de nombramiento incluirá la información general de la selección y nombramiento de la persona facilitadora.

iii.- En el acta de juramentación constará la información general de la juramentación de la persona facilitadora, si esta cuenta con todos los requisitos mencionados en estas directrices.

iv.- En el talonario de registro mensual de actividades de los facilitadores y las facilitadoras judiciales consolidará los datos reportados por sus facilitadoras o facilitadores en el periodo correspondiente; 

v.- Llevarán una bitácora digital con todas las actividades ejecutadas en relación con el SNFJ y se consignará además la asistencia a capacitaciones de sus facilitadores y facilitadoras; 

vi.- En el archivo guardará las actas de mediación remitidas por los facilitadores y las facilitadoras judiciales para su control, las que serán conservadas bajo responsabilidad del juez o de la jueza y de su personal auxiliar. 

En caso de que la jueza o el juez cese en sus funciones o se traslade, deberá entregar, bajo conocimiento, la documentación respectiva del SNFJ a la jueza o juez que le sustituya, así mismo deberá brindarle la inducción y la capacitación sobre el SNFJ[8]. La jueza o juez que sustituye deberá continuar el trabajo de consolidación del servicio. Las otras juezas y los otros jueces del circuito que formen parte del SNFJ, apoyarán en la inducción sobre el servicio y en lo que se estime necesario.

5.5. La formación de las facilitadoras y los facilitadores judiciales consistirá en lo siguiente:

a.- Inducción y capacitación: al haber cumplido con el proceso de selección, nombramiento y juramentación, las personas facilitadoras judiciales recibirán una inducción general del servicio a cargo de Conamaj y el PIFJ-OEA, así como una capacitación en mediación comunitaria impartida por la Escuela Judicial. Ambos módulos no podrán sumar menos de 32 horas. 

b.- Posterior a estas sesiones, cada jueza y juez impartirá una capacitación mensual o bimensual en la sede del juzgado correspondiente. 

c.- La responsabilidad directa de la formación de las facilitadoras y de los facilitadores judiciales recae en las juezas y los jueces correspondientes; esta comprende: asesoría, intercambio de experiencias en su función, capacitaciones regulares, material de autoestudio y otras acciones que considere necesarias.

d.- La capacitación debe ser tomada por las facilitadoras y los facilitadores judiciales en forma obligatoria luego de su nombramiento y como requisito para la entrega de la certificación como personas facilitadoras judiciales, la cual incluye una identificación y otros los signos distintivos que lo acrediten.

e.- La capacitación será desarrollada de manera mensual en el primer año y luego, en los periodos sucesivos deberán efectuarse encuentros al menos cada dos meses. En dichas capacitaciones también se escucharán los avances, dudas y cualquier tipo de cuestionamiento y recomendaciones que las facilitadoras y los facilitadores judiciales puedan tener en atención al ejercicio de sus funciones.

5.6. La supervisión del servicio se llevará a efecto con los siguientes criterios:

a.- Las personas responsables por la supervisión del trabajo de las personas facilitadoras judiciales son las juezas y los jueces locales. Esta se llevará a cabo mediante las reuniones que realizan en la cabecera del cantón con una frecuencia no mayor de tres meses, de la atención a las facilitadoras y a los facilitadores judiciales que le visitan en el juzgado, de sus visitas a la comunidad, de la comunicación telefónica o por otros medios, así como por la coordinación estrecha con otros operadores de justicia, incluida la Fuerza Pública.

b.-  A nivel de cantón, la jueza o juez responsable, coordinará la conformación de una Red Interinstitucional de Apoyo al SNFJ, conformada por diferentes organizaciones presentes en la zona, entre ellas el Ministerio Público, la Defensa Pública, el OIJ, la Fuerza Pública, la Municipalidad, organizaciones no gubernamentales, entre otras. Esta Red se reunirá trimestralmente y conocerá los avances y limitaciones tenidos por las personas facilitadoras y el juzgado en la implementación del Servicio. En caso de existir otra instancia de coordinación interinstitucional en el cantón, el juez o la jueza destacada impulsará que se incluya el Servicio como un punto regular de agenda.

c.- La coordinación de las juezas y los jueces locales en lo que respecta al SNFJ es responsabilidad de CONAMAJ y de la Administración Regional y se llevará a cabo de manera regular fundamentalmente por medio de reuniones trimestrales.

d.- El seguimiento del Servicio en su conjunto es responsabilidad de la CONAMAJ, quien reportará periódicamente y siempre que estime necesario, al Consejo Superior y a la Corte Plena.

6.- Organización institucional 

6.1.- Dirección del Servicio en el Poder Judicial

En lo que respecta al Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales, el Poder Judicial, mediante sus distintas instancias y de la forma que se dirá,  ejercerá  las siguientes facultades y funciones: 

i.- Impulsar y dirigir el SNFJ;

ii.- Tomar las decisiones estratégicas sobre el SNFJ;

iii.- Regular y aprobar todo lo relativo al SNFJ;

iv.- Aprobar las zonas de expansión del SNFJ;

v.- Motivar, promover y supervisar el involucramiento de todas las dependencias y órganos del Poder Judicial con el SNFJ; 

vi.- Establecer los elementos de atención relativos al SNFJ a las diversas dependencias y órganos del Poder Judicial que se creen, readecuen o transformen, y que no están incluidas en este Reglamento; 

vii.- Reconocer el servicio de las personas facilitadoras judiciales y difundir los resultados e impacto del SNFJ de Costa Rica.

6.2. Funciones de la Comisión Interinstitucional

Es una comisión encargada de dar seguimiento y apoyar el funcionamiento del SNFJ. Estará conformada por las siguientes instancias representadas por sus directores o jefaturas: Conamaj, PIFJ-OEA, Dirección de Planificación, Dirección Ejecutiva, Dirección de Gestión Humana, Despacho de la Presidencia, Consejo Superior, Contraloría de Servicios, OIJ, Defensa Pública, Ministerio Público, Escuela Judicial, Departamento de Prensa y Comunicación, una persona representante de las juezas y los jueces del Servicio y su suplente, una persona integrante del órgano encargado del área jurisdiccional y del Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública. Esta Comisión es presidida por el magistrado presidente de Conamaj. 

Las funciones de la Comisión son:

i.- Promover la institucionalización plena del servicio en el Poder Judicial

ii.- Definir las líneas estratégicas de trabajo del SNFJ;

iii.- Proponer directrices para el funcionamiento del SNFJ;

iv.- Aprobar el Plan Anual de Actividades;

v.- Acordar acciones para su correcto funcionamiento y promoción;

vi.- Realizar el seguimiento y gestionar las evaluaciones del SNFJ.

Las funciones de cada órgano integrante de la Comisión son:

a.- La Dirección Ejecutiva y las Administraciones Regionales: en coordinación con Conamaj, darán soporte al servicio local, según sus prácticas administrativas regulares; garantizará el equipamiento de las facilitadoras y los facilitadores judiciales y el apoyo logístico a las actividades del SNFJ;

b.- La Dirección de Planificación: promoverá la incorporación del SNFJ en la planificación de las diversas instancias y niveles; acompañará y coordinará la elaboración un Plan Anual de Actividades del SNFJ y de la Comisión Interinstitucional del SNFJ; colaborará en el seguimiento y evaluación de resultados; apoyará en la definición del presupuesto y hará estudios de la ejecución presupuestaria registrada por Conamaj y presentará a Consejo Superior el análisis de los gastos; apoyará el diseño de los formularios e instrumentos que se necesiten para el servicio; definirá procedimientos para estandarizar el servicio a nivel nacional. 

c. - La Sección de Estadística de esta Dirección: consolidará la información relativa al SNFJ en cuatro informes trimestrales y uno anual y la enviará consolidada a la Comisión Interinstitucional; colaborará en la definición de indicadores para recolectar la información estadística pertinente.

d.- La Dirección de Gestión Humana: emitirá el documento de identificación de los facilitadores y facilitadoras en los términos establecidos por este reglamento; incorporará en los manuales de organización y funciones las competencias de órganos y personal judicial en lo que respecta al SNFJ; incorporará en los estándares de la carrera judicial la atención a las competencias y actualizará los perfiles de ingreso del personal que atiende la materia del SNFJ; apoyará todos los procesos de capacitación dirigidos tanto al personal judicial como a facilitadoras y facilitadores. 

e.- El Departamento de Prensa y Comunicación Institucional: incorporará en la difusión la disponibilidad y características del servicio y enviará información a los actores clave del SNFJ, los resultados que se alcanzan y los impactos que se generan; asistirá e impulsará eventos del servicio como intercambios, presentaciones, talleres, seminarios, etc.; preparará trípticos, afiches, publicaciones tanto impresas como digitales en su portal y similares, etc., e incluirá el SNFJ en las noticias que difunde.

f.- La Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación de los órganos judiciales auxiliares: en coordinación con Conamaj, tendrán a su cargo incorporar en sus programas de profesionalización, capacitación y formación del personal judicial el SNFJ. Estará encargada de dirigir los procesos de formación relacionados al SNFJ, además de incluir estos procesos dentro de su planificación operativa anual. La Escuela Judicial diseñará y dará el seguimiento a la formación de las facilitadoras y los facilitadores judiciales en mediación comunitaria.

g.- Representante de juezas y jueces del Servicio: los jueces y juezas nombrarán a una persona titular y una suplente para que los represente ante la Comisión por un periodo de dos años, con posibilidad de reelección una única vez. El proceso de elección será democrático a través de una asamblea. En caso de que el titular o el suplente renuncie al nombramiento se deberá efectuar una nueva asamblea para sustituirlo por el tiempo faltante. El representante de las personas juzgadoras será un enlace entre la Comisión y las juezas y jueces del SNFJ y deberá informales de todo lo discutido en seno de las sesiones ordinarias y extraordinarias de la Comisión.

h.- Demás órganos institucionales e interinstitucionales: coadyuvarán con la implementación del SNFJ reconociendo la figura de la persona facilitadora en su accionar, participando en la capacitación tanto de estas personas como en las comunidades, dotando de recursos, de acuerdo con las disponibilidades, entre otro tipo de colaboración.

6.2.- Funciones de CONAMAJ:           

i.- Servir como enlace entre las diferentes dependencias del Poder Judicial para que estas incorporen aspectos del SNFJ en las tareas que le son propias a cada una de ellas; 

ii.- Promover que los permisos y decisiones administrativas de las autoridades del Poder Judicial fluyan adecuadamente para garantizar la operación estable del SNFJ; 

iii.- Motivar, impulsar y asesorar para que la recolección de información sobre los servicios prestados por las facilitadoras y los facilitadores judiciales y las actividades del SNFJ fluyan por las estructuras regulares hacia la Sección de Estadística de la Dirección de Planificación;

iv.- Coordinar con la Escuela Judicial y las unidades de capacitación del Poder Judicial la preparación  y puesta en práctica  de programas de formación para las personas facilitadoras; 

v.- Motivar, impulsar y asesorar la ejecución de reuniones trimestrales en cada circuito con las diferentes instancias del Poder Judicial a efectos de analizar su desarrollo y prever las actividades del trimestre siguiente; 

vi.- Promover la adopción  de perfiles de jueces y juezas y de los operadores de justicia que participen del SNFJ para que sean considerados entre los criterios para el nombramiento del personal judicial en los circuitos y juzgados donde funcione el Servicio. 

vii.- Promover la inclusión de la valoración del desempeño de juezas, jueces y personal judicial del SNFJ en los  sistemas de evaluación de la institución.. 

viii.- Visitar regularmente los diferentes despachos en los que se desarrolla el Servicio.

ix.- Acompañar, apoyar y dar seguimiento a las diferentes acciones que realizan jueces, juezas y administraciones de circuito para el SNFJ.

x.- Organizar y acompañar las capacitaciones generales y sobre mediación comunitaria dirigidas a facilitadores/as.

xi.- Identificar y registrar todas las acciones del SNFJ para incorporarlas gradualmente a la planificación anual del Poder Judicial.

xii.- Coordinar la elaboración y reproducción del material de apoyo para la implementación del servicio.

xiii.- Diseñar, junto con los departamentos encargados, los instrumentos requeridos para institucionalizar el servicio.

xiv.- Ser el referente institucional de coordinación del servicio para el PIFJ-OEA.

xv.- Asegurar el cumplimiento del plan de trabajo del SNFJ para el Poder Judicial.

xvi.- Coordinar las reuniones de la Comisión Interinstitucional.

xvii.- Elaborar informes del avance del servicio y apoyar el monitoreo y la evaluación.

xviii.- Ser la instancia de contacto con otras instituciones para el desarrollo del servicio.

xix.-Las que le asigne la Corte Suprema de Justicia para el mejor funcionamiento del SNFJ.

6.3.- Función de las juezas y los jueces[9]
Son las personas encargadas dentro de su jurisdicción de convocar, dirigir, promover, divulgar, capacitar, dar seguimiento, evaluar los servicios y efectuar los nombramientos de las facilitadoras y los facilitadores judiciales. Dirigen directamente a sus facilitadores y facilitadoras judiciales y son responsables de supervisar el servicio que prestan, así como de incorporar en su PAO todas las actividades concernientes al SNFJ. Sus funciones específicas son las siguientes:

a.- Definir, en coordinación con las autoridades locales y Conamaj, las comunidades donde se va a establecer el SNFJ;

b.- Coordinar con las lideresas y líderes locales la asamblea comunitaria en la que la comunidad seleccionará a la facilitadora o al facilitador judicial;

c.- Capacitar de manera continua a los facilitadores y a las facilitadoras y a la comunidad de acuerdo con el plan y metodología establecidos;

d.- Supervisar el trabajo de las facilitadoras y facilitadores judiciales;

e.- Atender las consultas de las facilitadoras y facilitadores judiciales;

f.- Mantener la motivación, reconocimiento y apoyo humano a las facilitadoras y a los facilitadores judiciales;

g.- Utilizar y promocionar activamente el servicio de las facilitadoras y facilitadores judiciales en los trámites solicitados, recepción de casos y mediaciones remitidas;

h.- Mantener actualizados los registros de facilitadoras y facilitadores judiciales, así como su ficha de datos con la identificación vigente;

i.- Recibir mensualmente las actas de mediaciones efectuadas por las facilitadoras y los facilitadores judiciales, para verificar que los acuerdos se encuentren en el marco de la ley;

j.- Mantener actualizado el registro de mediaciones de las facilitadoras y los facilitadores judiciales;

k.- Mantener actualizada la información general de la facilitadora y del facilitador;

l.- En la medida de sus posibilidades y sin abandono de sus funciones jurisdiccionales en horas laborales, visitar las comunidades periódicamente; 

m.- Revisar regularmente los libros de actas de los Facilitadores Judiciales;

n.- Recolectar los informes sobre los servicios prestados por las facilitadoras y los facilitadores judiciales, comprobar la consistencia de los datos de manera satisfactoria, consolidarlos y remitir informe mensual a la Administración Regional, quien a su vez hará un informe consolidado de todas las juezas y los jueces para remitirlo trimestralmente a Conamaj y al Departamento de Planificación;

o.- Participar en reuniones trimestrales convocados por Conamaj;

p.- Evaluar los servicios prestados por sus facilitadoras y facilitadores judiciales, de conformidad con los instrumentos facilitados por el SNFJ;

q.- Visitar a sus facilitadoras y facilitadores Judiciales al menos una vez cada seis meses;

r.- Dar charlas en las escuelas y colegios sobre temas de acceso a la justicia;

s.- Capacitar e involucrar al personal del despacho en las acciones que realiza en el marco del SNFJ;

t.- Dar a conocer y promocionar el Servicio en el Circuito y las otras oficinas judiciales.

u.- En asocio con la Administración del Circuito, gestionar y coordinar la instancia de apoyo local para el Servicio.

v.- Y las demás que establezca la CSJ en lo que al SNFJ compete.

Las funciones anteriormente mencionadas, se realizarán con el apoyo irrestricto del personal auxiliar del juzgado correspondiente.

6.4.- Funciones del personal de apoyo de los Juzgados

a.- Acompañar a la jueza o juez del despacho en la realización de las asambleas comunitarias.

b.- Apoyar los aspectos logísticos de dichas asambleas, como lo es tomar la asistencia, redactar las actas correspondientes, entre otros.

c.- Atender las consultas y solicitudes de las personas facilitadoras cuando visiten el despacho judicial.

d.- Solicitar a las personas facilitadoras el informe mensual de labores y apoyar al juez en la elaboración del informe mensual consolidado del despacho.

e.- Mantener actualizada la información de contacto de las personas facilitadoras.

f.- Actualizar el archivo de cada persona facilitadora con la información relacionada a las actividades y mediaciones realizadas.

g.- Preparar y tramitar la solicitud de ayuda económica para las personas facilitadoras cuando asisten a capacitaciones o actividades del SNFJ.

6.5.- Funciones de la Administración de Circuito:

a. Apoyar la implementación del SNFJ en el Circuito.

b. Informar y sensibilizar al personal del circuito sobre la implementación del SNFJ y sus avances.

c. Apoyar a jueces y juezas en su participación en el servicio, mediante priorización para suplencias en actividades del servicio, asignación de vehículos para las visitas a las comunidades, nombrando personal supernumerario en casos en que las posibilidades lo permitan y apoyando con otros recursos necesarios.

d. Colaborar con la identificación y definición de las comunidades en las cuales se requiere nombrar personas facilitadoras.

e. Llevar un registro de la implementación del servicio: actividades realizadas, asambleas comunitarias, nombramientos, juramentaciones, capacitaciones, información de las personas facilitadoras de su Circuito, entre otros.

f. Coordinar la planificación y apoyar la ejecución de las acciones que deben realizar las juezas y los jueces en el marco del servicio (asambleas, visitas, charlas, capacitaciones, entre otras).

g. Recibir y tramitar las solicitudes de ayuda económica de cada juzgado para las diferentes actividades en las que se convoque a las personas facilitadoras.

h. Recibir los informes mensuales de cada juzgado y remitir un informe trimestral consolidado a Conamaj y  a  la Sección  de Estadística de la Dirección de Planificación.

i. Visitar a las juezas y los jueces para dar acompañamiento a la implementación del servicio.

j. Acompañar al personal de los juzgados a las asambleas y capacitaciones en caso que el juzgado lo requiera y se justifique.

k. Facilitar la información de antecedentes penales de las personas facilitadoras.

l. Canalizar demandas de operadores de justicia especializados (penal juvenil, familia, penal, etc.) para que impartan charlas en las comunidades, de acuerdo con las necesidades planteadas por las personas facilitadoras.

m. Coordinar la logística de las actividades relativas al servicio en la cabecera de circuito o que incluyan a varias personas facilitadoras del circuito.

n. Apoyar la realización de las reuniones trimestrales que deben darse por circuito para el seguimiento del SNFJ.

o. Coordinar la divulgación e información a nivel interno y externo con medios locales de comunicación.

p. Establecer alianzas estratégicas a nivel público y privado para conseguir apoyo al SNFJ de diversa índole.

q. Involucrar al Consejo de Administración de Circuito en el seguimiento del servicio.

r. Propiciar la divulgación del servicio a través de los medios locales.

s. Mantener una comunicación fluida y abierta con Conamaj. 

El flujo de información de los reportes deberá seguir la siguiente ruta:

 El flujo de información de los reportes deberá seguir la siguiente ruta:
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6.6.- Otras instancias del Poder Judicial.

De manera progresiva y en cada caso, de acuerdo con los recursos disponibles, los diversos órganos del Poder Judicial apoyarán al SNFJ.

a.- Los tribunales, en especial las magistradas y magistrados, y las juezas y los jueces de todas las instancias, desempeñan un papel fundamental en términos de respaldo institucional, motivación, reconocimiento y supervisión en la calidad del servicio a la población; se espera que los magistrados y las magistradas, jueces y juezas, y demás personal judicial, conozcan e impulsen las actividades previstas del Servicio y que participen en algunas de ellas.

b.- La Oficina de Cooperación y Relaciones Internacionales impulsará acciones para  apoyar  la sostenibilidad del Servicio en el Poder Judicial. 

c.- La Secretaría Técnica de Género:

· Aportará, en coordinación con la Escuela Judicial, el enfoque de género en las capacitaciones de jueces y juezas y los procesos de formación de las facilitadoras y los facilitadores judiciales y demás personal con vinculación al SNFJ;

· Difundirá, mediante el trabajo de las facilitadoras y los facilitadores judiciales, las normas jurídicas y los criterios asociados a la condición de las mujeres y el enfoque de género;

· Analizará y sugerirá readecuaciones, si es necesario, a las prácticas de servicio que brindan las facilitadoras y los facilitadores judiciales, y 

· Contribuirá, en coordinación con la Sección de Estadística, en el análisis de impacto del trabajo que realizan las personas facilitadoras en términos de acceso a la justicia de las mujeres y las relaciones de género.

7.- Monitoreo y evaluación.

La supervisión del servicio se impulsará a través de la metodología antes descrita.

El monitoreo del Servicio estará a cargo de Conamaj. 

Se efectuará una valoración conjunta entre Conamaj y el PIFJ-OEA sobre los avances de ejecución del Servicio y se impulsarán las readecuaciones pertinentes. 

Se realizará una línea de base por parte de una tercera entidad independiente, que incluirá un levantamiento de campo de carácter cuantitativo y cualitativo; los términos serán provistos por el PIFJ-OEA y analizados conjuntamente con Conamaj, guardando la consistencia con el esfuerzo regional de valoración de impacto.

8.- Recursos.

En los primeros años de implementación del servicio los recursos necesarios para su ejecución provendrán del uso de las partidas ya asignadas presupuestariamente por la CSJ (no tendrá afectación presupuestaria adicional) y en los aspectos complementarios que sean necesarios serán provistos por el PIFJ-OEA, los cuales deberán ser asumidos por la institución paulatinamente.” 
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Se concede el uso de la palabra al Magistrado Solís, quien manifiesta: “De conformidad con las directrices que esta misma Corte Plena había aprobado, cuando se puso en marcha el Plan de Facilitadoras y Facilitadores judiciales, que lleva el nombre de don Luis Paulino Mora Mora, anualmente el programa debe presentar un informe de labores a este Órgano, habida cuenta de que la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ) es la oficina responsable de la gestión de dicho programa, y este es el informe que fue debidamente remitido a esta Corte para su conocimiento.

En términos muy puntuales, lo logrado el año pasado ha sido muy satisfactorio, la cantidad de facilitadoras y facilitadores que han sido nombrados, 182 teníamos a la segunda semana de diciembre en las áreas geográficas donde estamos trabajando, y debo decirles que  se amplió el programa para trabajar en las áreas geográficas del sur del país, Pérez Zeledón y sitios aledaños, en donde ha habido una buena acogida por parte de los jueces y juezas que han querido formar parte de este programa; con solo decir que una de las juezas de la zona tiene nombrado a 10 facilitadoras y facilitadores judiciales, cosa que debo recalcar, pues lo hacen en sus horas no laborables y  fines de semana, que tienen que salir a las zonas geográficas lejanas para realizar las asambleas ciudadanas donde se están escogiendo a estas personas en su desempeño como facilitadoras y facilitadores judiciales.

Para el presente año, tenemos como meta seguir ampliando la cobertura geográfica en la Zona Sur, es decir, llegar hasta las áreas más allá de Buenos Aires, el cantón de Osa, Corcovado, etcétera, para ir consolidando dicho programa en dichas zonas geográficas.

Eso no significa que en las otras áreas donde hemos avanzado, como las zonas Norte y Atlántica del país, el programa está debidamente consolidado.
El informe presenta las directrices que pedimos sean valoradas por ustedes, que son una reiteración con algunos apuntes muy puntuales de las que en su momento esta Corte Plena aprobó, para que el programa fuera desarrollado directamente por la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), que son las que estamos ofertando y sugiriendo para su discusión y aprobación.
Se trata de tomar la experiencia recabada durante todo el año pasado, del desarrollo del programa de facilitadoras y facilitadores judiciales, e incorporarla en estas directrices que están siendo debidamente señaladas.
Parte de la novedad es definir propiamente la metodología con que el Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales se presta, como una responsabilidad del Poder Judicial y que este programa es ejecutado por medio de las juezas y de los jueces locales, y de las distintas unidades administrativas que pueden participar en la ejecución del programa.

Se está también determinando las caracterizaciones y funciones que cumplen las facilitadoras y los facilitadores judiciales para el buen desempeño de sus labores.

Asimismo se establecen los derechos y los deberes que tienen estas personas designadas; sus relaciones con los jueces y juezas encargadas del Programa, a quienes se les está indicando la metodología que deben seguir en sus relaciones con el conjunto de personas que se desempeñan como facilitadores y facilitadoras judiciales, entre otras cosas, que deben tener un archivo con el nombre de ellos, los cuales se reúnen con los jueces y las juezas una vez al mes, debe tener un formulario de información general, para que el juez o jueza vaya detallando propiamente el desarrollo del programa como tal, un talonario de registro de esas reuniones mensuales, una bitácora digital, etcétera.
Todo esto porque la Sección de Estadísticas del Departamento de Planificación, también está incorporando en su informe los datos estadísticos sobre cantidad de conciliaciones, labores que han venido desarrollando cuantitativamente las facilitadoras y los facilitadores judiciales, y este tipo de material, ha sido orientado para facilitar de sobremanera el trabajo estadístico que se lleva a cabo.
Además, se precisa la organización institucional que tiene el Poder Judicial, para dar impulso al Programa del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales.
Hay una Comisión Interinstitucional que se reúne cada dos meses, en donde hay representación de la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), también la Jefa del Departamento de Planificación, la Directora Ejecutiva, el Jefe del Departamento de Personal, un representante del Despacho de la Presidencia, Consejo Superior, Contraloría de Servicios, Organismo de Investigación Judicial, Defensa Pública, Ministerio Público, Escuela Judicial y del Departamento de Prensa y Comunicación.

Para este año estamos incorporando -esa es otra de las novedades- a un representante del Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública, dado que la base operativa de cómo funcionan nuestros facilitadores y facilitadoras judiciales, tiene un fuerte soporte en la comunicación  con las delegaciones de la Fuerza Pública. En esos sitios geográficamente alejados de los centros urbanos, pues es con la Fuerza Pública que se trasladan en sus vehículos; en ocasiones son requeridos para participar en algún tipo de debate comunal que puede haberse dado por un problema de cercas, daños por animales, etcétera.  Es por esa razón que decidimos que hubiese un representante del citado Ministerio.

Cada una de esas oficinas institucionales, tienen un ámbito de desarrollo del Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales, que están indicados en las directrices en mención y concluye el informe determinando las obligaciones que asume la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia (CONAMAJ), en el desarrollo del programa y la obligación que tiene de estar informando a esta Corte -en lo que es competencia de esta Corte y del Consejo Superior- el desarrollo del programa como tal.

Ese sería un resumen muy puntual de lo que está indicado en ese documento”.

MIENTRAS SE HALLABA EN USO DE LA PALABRA EL MAGISTRADO SOLÍS, ENTRARON LOS MAGISTRADOS VEGA Y CHINCHILLA.

Expresa la Presidenta, Magistrada Villanueva: “Someto a discusión el informe.  Considero que lo que procede es tener por rendido el informe, y aprobar la propuesta con sus recomendaciones.

El Programa realmente ha trabajado con una gran seriedad, extendiendo la Judicatura y la función a lugares en donde no teníamos mucha presencia.

Si no hay observaciones así lo disponemos”.

Sin objeción alguna, se dispuso: 1.) Tener por rendido el informe sobre los resultados de la implementación del Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales “Luis Paulino Mora Mora” (SNFJ), durante su primer año de ejecución en los Segundos Circuitos Judiciales de Alajuela y Zona Atlántica. 2.) Aprobar las Directrices Generales del Servicio Nacional de Facilitadoras y Facilitadores Judiciales “Luis Paulino Mora Mora” en la forma propuesta. En ese sentido, se tienen por modificadas y sustituidas las directrices aprobadas por esta Corte en la sesión N° 16-13 celebrada el 22 de abril del 2013, artículo XXVIII.
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Informa la señora Directora que sostuvo una reunión con personeros de Conamaj, particularmente Doña Sara Arce y el señor Magistrado Román Solís, quienes le señalaron que la Escuela Judicial ha venido colaborando en la capacitación de los facilitadores y facilitadoras judiciales, dentro del programa respectivo. Que esta capacitación se ha venido canalizando a través de la colaboración de la Licda. Julieta Barboza, docente de la Escuela. Que dicha funcionaria lo hace de forma voluntaria los fines de semana, trasladándose hasta el lugar donde radican estas personas, que son lugares alejados. Para este año solicitan nuevamente la colaboración de la Escuela, lo cual ya tienen contemplado dentro de su plan de trabajo. Entre los requerimientos señalan la necesidad de un curso para los Jueces y Juezas que colaboran en el programa y otro curso para los facilitadores y facilitadoras. Que se haga una revisión de las guías que utilizan las facilitadoras y los facilitadores dentro de sus intervenciones. Y una reunión en la Escuela Judicial de los Jueces y Juezas involucrados en este programa, con el fin de que tengan un espacio para compartir los problemas que han enfrentado y las experiencias que han tenido. Sobre este tema existe un acuerdo de este Consejo, donde se comisionó al Dr. Juan Carlos Segura Solís, para la elaboración de un informe desde el punto de vista académico sobre el Convenio de Cooperación entre la Corte Suprema de Justicia de la República de Costa Rica y la Secretaría General de la OEA, a fin de determinar si era necesario firmar un adendum de este convenio para que la Escuela Judicial pueda participar impartiendo capacitación en este programa. Sobre este punto se le cede la palabra al Dr. Segura, quien expone: 
“De acuerdo con la solicitud de este Consejo, rindo el informe referente a la integración o no de los facilitadores y facilitadoras en el marco de los cursos de capacitación que brinda la Escuela Judicial. 

En el marco de acuerdos y consensos entre los diversos gobiernos y diferentes poderes judiciales de Centroamérica, se estableció la política de apoyo a aquellas personas que se desempeñan como facilitadores judiciales. 

CONSENSO DE PANAMÁ

Así en el Consenso de Panamá del 21 de octubre del año dos mil catorce, se acordó promover la incorporación en las políticas nacionales y regionales de seguridad y justicia las actividades que realizan los Facilitadores Judiciales y Fortalecer la asistencia que brinda el Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales de la Organización de los Estados Americanos a los órganos judiciales y de seguridad a nivel nacional y regional. 

ACUERDO DE COOPERACIÓN ENTRE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE COSTA RICA Y LA SECRETARÍA GENERAL DE LA ORGANIZACIÓN DE ESTADOS UNIDOS AMERICANOS.

Por su parte, en el Acuerdo de Cooperación entre la Corte Suprema de Justicia de la República de Costa Rica y la Secretaría General de la Organización de los Estados Unidos Americanos para el establecimiento de un servicio de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales en la República de Costa Rica, suscrito el 19 de junio del año 2013 por nuestra Presidenta Doña Zarela Villanueva Monge, se indicó Impulsar conjuntamente el establecimiento de un Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales como expresión de la participación ciudadana en la Administración de Justicia, e insertarlos dentro de las normas jurídicas del Estado, y a su vez impulsar brindar capacitación sobre la tecnología de servicios de facilitadores y facilitadoras judiciales al servicio y sus procedimientos de operación. De igual manera determina su incorporación de la esta figura (facilitador/a) en las normas del Poder Judicial y la legislación costarricense. 
ACUERDOS A CORDE CON EL TEMA TOMADOS POR LA CORTE PLENA.

En la Sesión de Corte No 04-2013 se conoció el Informe de Intercambio Programa Interamericano de Facilitadores Judiciales (PIFJ) de la OEA, Costa Rica- Panamá, rendido por el Magistrado Solís Zelaya y en él recomienda capacitar a las facilitadoras y facilitadores en materia de género, violencia intrafamiliar y delitos sexuales, entre otros temas, para que puedan replicar sus conocimientos en talleres o charlas localmente. Además, incluir en esta capacitación los sistemas de gestión judicial e informáticos para que las personas líderes seleccionadas tengan posibilidades de conectividad y las comunidades puedan acceder a los servicios digitales. En esa sección la Corte Plena acordó declarar de interés institucional dicho programa y autorizar a la Comisión Nacional para el Mejoramiento de la Administración de Justicia, para que conjuntamente con la Organización de Estados Americanos y bajo la asesoría del Departamento de Planificación elaboren un proyecto de desarrollo del programa de Facilitadores Judiciales para Costa Rica. 

Dicho Programa fue presentado, en Sesión de Corte Plena No 16-13 del 22 de abril del año 2013.

Dentro de los derechos de estas personas, se encuentran el de recibir la capacitación adecuada para el ejercicio de sus funciones. 
RECOMENDACIÓN 

Ahora bien, de conformidad con estos Convenios y Acuerdos tomados por nuestro Poder Judicial, no cabe duda entonces, que la Escuela Judicial, con independencia de si se encuentra en su ley constitutiva normativa alguna respecto a la participación o no de estas personas que en la actualidad participan de la Administración de Justicia, como tampoco determinar su condición de funcionario público o no inmerso en la organización del Poder Judicial, lo cierto del caso es que deberá tomar como parte de su plan anual en los cursos de capacitación en los temas que se dijeron en las sesiones de Corte, y en general en los demás atinentes al cargo, a todos los Facilitadores y Facilitadoras nombrados y por nombrar, con el fin de que su cometido en la Administración de Justicia sea realizado de una manera eficiente y eficaz.

Dejo así rendido el informe” 
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Indica la Magistrada Arias que dentro del Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2017 se dijo que el Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales interesaba al Poder Judicial. Esto genera, sin duda, un compromiso para la Escuela Judicial dentro de sus competencias. Esta propuesta fue aprobada por unanimidad por la Corte y nosotros como Escuela estamos en la obligación de darles ese apoyo. Interviene el representante de la Defensa Pública, quien indica que en cuanto a su Unidad, le preocupa que se establece la obligación, no solo de la Escuela Judicial, sino de las Unidades, de capacitar sobre este tema. Lo cual le preocupa por el tema de los recursos que habría que dirigir para estas personas, la forma en que se tendría que planificar el trabajo, porque se trata de personas que viven en lugares alejados y además habría que ver cómo se dirige esta capacitación, habría que crear algo para ellos, que no son funcionarios judiciales. Pues indica que, según su conocimiento, la OEA ha venido colaborando en la sufragación de gastos e ignora qué va a suceder de ahora en adelante. Sugiere la Magistrada Arias que se pida a la Corte Plena, que en el año 2016, se prevea en la planificación estratégica y presupuestaria, este programa. Y para el presente año, que se nos otorgue un presupuesto extraordinario para atender las necesidades del programa. Externa la Magistrada Arias que a ella le preocupa el perfil que deben tener estas personas, en base al cual debe de plantearse la capacitación. Externan los demás miembros del Consejo Directivo que concuerdan en la necesidad de la elaboración de este perfil, que debería de efectuar el Departamento de Gestión Humana. 

Luego de un intercambio de opiniones. 
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SE ACUERDA: 1.) Tener por rendido el informe del Dr. Segura Solís.  2.) Aprobar la capacitación por ser este un programa de interés institucional aprobado por la Corte Plena en sesión n° 1-15 del 12 de enero del 2015, ARTÍCULO XL.  3.) Solicitar a Corte Plena se dote a la Escuela Judicial de un contenido presupuestario extraordinario para este año 2015, a fin de atender las necesidades de capacitación de este Programa.  4.) Que para poder brindar la capacitación de la manera más adecuada, el Departamento de Gestión Humana defina un perfil por competencias y establezca cuáles son las que deben tener estas personas del Programa de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales y que serán capacitadas por la Escuela Judicial, en consideración a que no son funcionarios judiciales. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VI
Oficio nº. EJ-ACAD-006-2015 del 16 de febrero del 2015, del Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, Abogado Gestor de Capacitación de la Escuela Judicial, enviado a la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, que dice:  
En atención al acuerdo adoptado en sesión de Consejo Directivo Nº. 14-14, del 11 de noviembre del 2014, propiamente en su artículo XIII, referente a la elaboración de un: “Plan Estratégico de la Escuela Judicial“ acorde con el Plan Estratégico Institucional; así como del acuerdo adoptado en sesión 15-2014 de fecha 16 de diciembre de 2014, artículo XI, referente a la elaboración de propuesta para la actualización del “FODA de la Escuela Judicial”, me permito informar lo siguiente:

El día 13 de febrero de 2015, me reuní con el Msc. Elías Muñoz Jiménez, subjefe del Departamento de Planificación, y el Lic. Erick Mora Leiva, Jefe de la Sección de Planes y Presupuesto del Departamento de Planificación.

El objetivo de esa reunión consistió en coordinar la colaboración del Departamento de Planificación para la elaboración del Plan Estratégico de la Escuela Judicial ajustado al Plan Estratégico Institucional.

De la conversación sostenida, me fue expuesta la disposición de ese Departamento de brindar acompañamiento, asesoría y supervisión en el proceso; por cuanto la carga laboral existente les impide realizar  todo el trabajo que un proceso de esa índole requiere.
Según se me indicó, esa metodología de trabajo (acompañamiento) la han estado aplicando con gran suceso en otras dependencias judiciales que han requerido la elaboración del Plan Estratégico, proceso dentro del cual, está incluida la realización del FODA y del MECA, herramientas, ambas, indispensables para la consecución de la tarea propuesta.
Si resultaron enfáticos en la necesidad de que sea determinado un equipo de trabajo en la Escuela Judicial, claramente identificado, que sea quien sirva de enlace con el Departamento de Planificación durante el desarrollo de esa labor.
A manera de ejemplo se me indicó que el Departamento de Tecnología de la Información, designó una persona -de ese departamento- a tiempo completo durante la fase de análisis de la información, para poder avanzar de manera más ágil y efectiva.
Sobre la duración del proceso, consideran que en el panorama más alentador, se tardaría alrededor de 6 meses en finalizarlo.
Hago de su conocimiento lo anterior a efecto de mantenerla informada y para los fines que estime pertinentes.
Por lo conversado, considero oportuno la conformación de un equipo base de trabajo donde se le dé participación a las diferentes áreas que conforman la Escuela Judicial.
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Oficio nº. 206-PLA-2015 del 16 de febrero del 2015, del M.Ba. Elías Muñoz Jiménez, Subdirector a.i., del Departamento de Planificación, enviado a la Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, Presidenta del Consejo Directivo de la Escuela Judicial, con copia a otros, que dice:  
Le remito el informe 16-PP-2015 de hoy, suscrito por el Máster Erick Mora Leiva, Jefe de la Sección de Planes y Presupuesto, donde se presenta un esquema general de los pasos a seguir para llevar a cabo el proceso de planeación estratégica. 
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Oficio nº. 6-PP-2015 del 16 de febrero del 2015, del M.Sc. Erick Antonio Mora Leiva, Jefe de la  Sección Planes y Presupuesto, Departamento de Planificación, enviado al Master Elías Muñoz Jiménez, Subdirector a.i., del Departamento de Planificación, que dice:  

De acuerdo con los aspectos conversados en la reunión del pasado viernes 13 de febrero, con su asistencia y la del licenciado Gustavo Céspedes Chinchilla, en calidad de Gestor de Capacitación de la Escuela Judicial, a continuación se presenta un esquema general de los pasos a seguir para llevar a cabo el proceso de planeación estratégica que se requiere. 

Es oportuno indicar que la metodología propuesta ha sido aplicada en distintos ejercicios de Planificación Estratégica que se han desarrollado con diversas instancias del Poder Judicial durante los últimos años y que se requiere de una participación conjunta y activa por parte del personal de la Escuela Judicial, con especial énfasis del personal que fungirá como “Facilitador” durante la realización de los talleres, al ser el encargado del levantamiento de la información, de realizar su posterior análisis y de plantear el contenido del Plan.

La Sección de Planes y Presupuesto asume el compromiso de asesorar al personal “Facilitador” que designe la Escuela Judicial antes de la realización de cada taller y de asistir a los talleres para explicar la metodología.  El levantamiento y análisis de la información, así como la complementación de la Matriz General y Cronograma de Actividades que se adjuntan en este oficio, con la información de los Objetivos Estratégicos, Acciones Estratégicas, Metas, Indicadores, Plazo, Responsable, Coordinación y Presupuesto será responsabilidad del personal designado para tal fin por parte de la Escuela Judicial. 

ETAPAS DEL PROCESO PARA LA ELABORACIÓN

DE UN PLAN ESTRATÉGICO

Como primer requisito se hace necesario que la Escuela Judicial designe una persona que fungirá como enlace con el Departamento de Planificación.

ETAPA I.  DEFINICIÓN DE LOS COMPONENTES FILOSÓFICOS

Los denominados componentes filosóficos son la Misión, la Visión y los Valores compartidos. 

Actividades Generales:

1. La Dirección y Subdirección de la Escuela Judicial en coordinación con las jefaturas de área, deben hacer una revisión de las actuales Misión y Visión de la Escuela Judicial y plantear los ajustes pertinentes.

2. La Dirección y Subdirección de la Escuela Judicial debe coordinar con la Secretaría Técnica de Ética y Valores del Poder Judicial para desarrollar el componente “Valores compartidos”.

3. La Dirección y Subdirección de la Escuela Judicial deben presentar un primer producto con la propuesta preliminar de los componentes filosóficos para validación con las áreas correspondientes.

ETAPA II.  DEFINICIÓN DE LOS COMPONENTES DE LA MATRIZ DE PLANIFICACIÓN ESTRATÉGICA

La matriz de planificación estratégica debe contener los siguientes elementos: Objetivos Estratégicos, Acciones Estratégicas, Metas, Indicadores, Plazo, Responsable, Coordinación y Presupuesto; de acuerdo con la siguiente estructura:

Matriz General

	TEMA ESTRATÉGICO: ___________



	Objetivos Estratégicos
	Acciones Estratégicas
	Metas
	Indicadores
	Plazo
	Responsable
	Coordinación
	Presupuesto

	1
	1.1
	1.1.1
	1.1.1.1
	
	
	
	


Cronograma de Actividades



	TEMA ESTRATÉGICO: ____________ 



	ACCIÓN ESTRATÉGICA: 1.1

	META 1.1.1

	
	
	
	PLAZO

	ACTIVIDADES
	RESPONSABLE
	COORDINACIÓN
	AÑO
	AÑO
	AÑO
	AÑO
	AÑO
	AÑO

	a. 
	
	
	
	
	
	
	
	

	b. 
	
	
	
	
	
	
	
	

	c. 
	
	
	
	
	
	
	
	


Actividades Generales:

1. La Dirección y Subdirección de la Escuela Judicial debe realizar un TALLER CON LOS SERVIDORES DE LA ESCUELA JUDICIAL con dos propósitos: por un lado validar la Misión, Visión y Valores compartidos, y por otro, elaborar un diagnóstico (se aplica un ejercicio FODA-MECA).

Tareas Específicas: 

a. Identificar al personal que fungirá como “FACILITADOR” de los grupos de trabajo.

b. Identificar al personal que participará del taller, el cual se dividirá en grupos de trabajo.

c. Coordinar la logística del taller (invitaciones, lugar, horario, alimentación, conformación de los grupos, material de apoyo, entre otros).

d. Coordinar con el Departamento de Planificación con anterioridad a la realización del taller para la capacitación y asesoría correspondiente. 

2. La Dirección y Subdirección de la Escuela Judicial debe realizar un TALLER CON USUARIOS DE LOS SERVICIOS DE LA ESCUELA JUDICIAL, PERSONAL DE LA JERARQUÍA INSTITUCIONAL y PERSONAL DE DEPARTAMENTOS STAFF, complementario al primer taller (se aplica un ejercicio FODA-MECA).

Tareas Específicas: 

a. Identificar al personal que fungirá como “FACILITADOR” de los grupos de trabajo.

b. Identificar al personal que participará del taller, el cual se dividirá en grupos de trabajo.

c. Coordinar la logística del taller (invitaciones, lugar, horario, alimentación, conformación de los grupos, material de apoyo, entre otros).

d. Coordinar con el Departamento de Planificación con anterioridad a la realización del taller para la capacitación y asesoría correspondiente. 

3. Se debe realizar un TRABAJO DE ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN recogida en los talleres, con el fin de completar las matrices correspondientes de “Planificación Estratégica”.

Tareas Específicas: 

a. Conformar un equipo de trabajo compuesto por personal que fungió como “FACILITADOR” de los grupos de trabajo (pueden ser todos).

b. Coordinar reuniones para el análisis de la información para establecer claramente los resultados del FODA, de forma tal que permita el planteamiento de Objetivos Estratégicos, Acciones Estratégicas, Metas, Indicadores, Plazo, Responsable, Coordinación y Presupuesto.

c. Coordinar con el Departamento de Planificación para la revisión técnica del contenido de la propuesta, con anterioridad a iniciar el proceso de validación.

ETAPA III.  VALIDACIÓN DE LA PROPUESTA DE PLAN ESTRATÉGICO

Este es un proceso de devolución de resultados, vital para lograr el involucramiento del personal en el cumplimiento de lo propuesto.

Actividades Generales:

1. Elaborar un documento definitivo con la propuesta del Plan Estratégico de la Escuela Judicial. 

2. Definir una estrategia para la validación de la propuesta del Plan Estratégico, con anterioridad a ser remitido a las instancias superiores para su aprobación.

Tareas Específicas: 

a. Coordinar con el Departamento de Planificación para definir en conjunto la estrategia más conveniente.

a. Analizar la información u observaciones derivadas de la técnica o herramienta de validación que se aplique.

b. Incorporar las sugerencias recopiladas, según corresponda.

c. Preparar el documento “Plan Estratégico de la Escuela Judicial”.

ETAPA IV. COMUNICACIÓN, SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN DEL PLAN ESTRATÉGICO

Con esta etapa se persigue hacer de conocimiento institucional el Plan Estratégico y velar por el verdadero cumplimiento de los objetivos y metas propuestos en el Plan. 

Actividades Generales:

1. Definir estrategias para la comunicación y divulgación del Plan Estratégico, así como para el seguimiento, control y evaluación del cumplimiento de los objetivos y metas propuestos en el Plan.

Tareas Específicas: 

a. Coordinar con el Departamento de Prensa y Comunicación Organizacional, el diseño e implementación de la estrategia a utilizar para dar a conocer el nuevo plan estratégico de la Escuela Judicial a toda la población judicial.

b. Coordinar con la Sección de Control y Evaluación del Departamento de Planificación, la metodología a aplicar para la evaluación del plan estratégico, así como la periodicidad del seguimiento.
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En atención al anterior planteamiento por el Departamento de Planificación del Poder Judicial, acerca de la elaboración de propuesta para la actualización “Plan Estratégico de la Escuela Judicial“ acorde con el Plan Estratégico Institucional y del “FODA de la Escuela Judicial”, la Licda. Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, expresó su preocupación en cuanto a que una persona de la Escuela Judicial, se dedique tiempo completo durante seis meses como “Facilitador” para el levantamiento y análisis de información, complementación de la Matriz General y Cronograma de Actividades, con la información de los Objetivos Estratégicos, Acciones Estratégicas, Metas, Indicadores, Plazo, Responsable, Coordinación y Presupuesto, ya que es demasiado tiempo para dicha tarea.
Además informó que en el transcurso de la semana participará en una reunión con la M.Ba. Waiman Hin Herrera, encargada de Gestión de la Capacitación del Departamento de Personal, para conversar acerca de la posibilidad de que se desarrolle una dinámica grupal para cohesionar el trabajo en equipo de la Escuela Judicial. Al respecto que se le informo que por un asunto metodológico, este tipo de dinámica debe ser realizado por un tercero, ajeno a la institución y que el costo aproximado, es de un millón de colones, para lo cual la Escuela Judicial cuenta con presupuesto.
Con el fin que agilice la ejecución de propuesta de actualización mencionada, la Licda. Guillén Rodríguez sugiere que se podría consultar a la persona que desarrolla la dinámica de cohesión de grupo,  cuál sería el costo para lo referente al Plan Estratégico y Foda de la Escuela, y sí se cuenta con el presupuesto, hacer la respectiva contratación.
La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo estima que lo señalado por la Licda, Guillén Rodríguez son dos temas distintos. Que en cuanto a la dinámica de cohesión de grupo, no tiene inconveniente alguno. No obstante, en sesión pasada de este Consejo Directivo la Licda. Kattia Saborio Soto, jefa de Ambiente Laboral del Departamento de Gestión Humana, brindó una amplia explicación del programa en el tema del ambiente laboral de dicha sección, quienes cuentan con un equipo técnico completo dedicados a la labor de cohesión de grupo, que únicamente se deberá hacer la solicitud de adiestramiento. La Mag. Dra. Arias Madrigal indicó con la creación de la nueva jurisdicción Penal Juvenil, se contó con el acompañamiento de dicha sección en lo referente a la capacitación de ambiente laboral, el cual fue una excelente actividad. Igualmente, el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., subdirector de la Escuela Judicial informó que hace unos cuatro años la Escuela Judicial contó con la capacitación de dicha sección.
Agrega que se debe consultar al M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, director del Departamento de Gestión Humana, que ha pasado con el proyecto circuito de “Cuerdas bajas Intermedias”, ya es de interés de este Consejo Directivo que se instale para este año dentro del campus de la Escuela Judicial, el que será de gran utilidad para la población judicial, para el mejoramiento de las relaciones interpersonales y de las habilidades directivas con el personal. Igualmente, que esto significaría un ahorro importante para el Poder Judicial en la contratación de estos servicios. Que en caso de algún impedimento presupuestario por parte del Departamento de Gestión Humana, se explore con la Embajada Americana el posible financiamiento. Al respecto el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca, LL.M., indica que se está a la espera de que el Departamento de Gestión Humana informe cuál es el costo.
En lo relativo con la propuesta para la actualización “Plan Estratégico de la Escuela Judicial“ acorde con el Plan Estratégico Institucional 2013-2017 y del “FODA de la Escuela Judicial”, la Mag. Dra. Arias Madrigal conversará con el M.Ba. Elías Muñoz Jiménez, Subdirector a.i., del Departamento de Planificación para que interponga sus buenos oficios para la ejecución de esta labor a través de Departamento de Planificación. Que para la Escuela Judicial, es imposible destacar un persona facilitadora durante seis meses para esta tarea. Que en caso de ser necesario, se gestionará lo correspondiente mediante el Consejo Superior.  Se señala que la Escuela Judicial debe contar con un Plan Estratégico del siglo XXI, con miras sobre cuál es el desarrollo, hacia dónde vamos, cuál es el norte de la capacitación, el cual sería de acatamiento obligatorio.
Se destacó  que dentro del Plan Estratégico Institucional 2013-2017 no cuenta con un plan estratégico propio de la Escuela, el que es urgente.
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SE ACUERDA: 1.) Tomar nota de anterior informe, rendido por el Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de Capacitación de la Escuela Judicial. 2.) La Mag. Dra. Doris Arias Madrigal, presidenta de este Consejo Directivo de la Escuela Judicial, conversará con el M.Ba. Elías Muñoz Jiménez, Subdirector a.i., del Departamento de Planificación, para exponerle la urgencia y necesidad  de que el personal de ese Departamento colabore con la Escuela Judicial, para la propuesta de actualización del “Plan Estratégico de la Escuela Judicial“ acorde con el Plan Estratégico Institucional 2013-2017 y del “FODA de la Escuela Judicial” en el menor plazo posible. La Escuela Judicial aportará el insumo que se requiera para este fin. 2.) Solicitar la colaboración del M.Ba. Francisco Arroyo Meléndez, Director del Departamento de Gestión Humana,  a fin de que el proyecto de ‘’Cuerdas Bajas Intermedias”, se realice durante el primer semestre de este 2015.  ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VII
Correo electrónico, 26 de enero de 2015, de la M.Sc. Paola Amey Gómez, Defensora Pública,  dice que:

En cumplimiento del Contrato firmado en razón de la Beca para Cursar la Maestría de  Administración de justicia con énfasis en Relaciones Familiares de la Universidad Nacional concretamente en la Cláusula Cuarta que indica que “El Beneficiario” se compromete en un plazo no mayor a tres meses a partir de la conclusión de los estudios y obtención del título correspondiente, en los casos en que así se establezca, a presentar al Consejo de Personal con copia a la Escuela Judicial, un informe final detallado sobre los estudios realizados.  Asimismo, deberá presentar ante la Biblioteca Judicial un ejemplar del Trabajo Final de Graduación", adjunto el Informe respectivo de los estudios realizados para dar cumplimiento a dicha cláusula.
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Correo electrónico del 04 de febrero de 2015, de la M.Sc. Diana Fernández Barrantes, sobre ofrecimiento de servicios de capacitación para la Escuela Judicial, beca 007-AD-2012, M. Sc. Diana Fdez. Maestría en Administración de Justicia, que dice:
Por medio de la presente reciba un cordial saludo y a la vez en cumplimiento del contrato de beca 007-AD-2012, misma que me fuera asignada en el año 2012, para llevar a cabo mis estudios de maestría en Administración de Justicia en la Universidad Nacional (convenio UNA-Corte), procedo de conformidad con lo indicado en dicho contrato a ofrecer mis servicios en la modalidad de capacitadora/facilitadora para la Escuela Judicial.

No omito indicar mi interés en poder contribuir de una manera positiva al mejoramiento institucional en cuanto a la capacitación de funcionarios judiciales, como antecedentes puedo indicarle que en los años 2002 y 2004 llevé a cabo una capacitación en el Hotel Suere de Guápiles ( 2002) a funcionarios de la zona Atlántica cuyo tema fue: " Interrelación entre la violencia intrafamiliar y la crueldad hacia los animales", con una duración de 8 horas, en el año 2004 este mismo taller fue impartido en el Hotel Marriot, en el cual en conjunto con AHPPA y Humane Society of United States se capacitó a funcionarios judiciales a nivel nacional, dichos cursos tuvieron el apoyo de la jefatura de la Defensa Pública, Escuela Judicial e inclusive para el 2004 dada la importancia institucional del mismo el Consejo de la Escuela recomienda la participación de un letrado de la Sala Constitucional,  para el año 2013 se coordinó conjuntamente con la Sra. Magistrada Eva Camacho y la Comisión de Familia la presentación en el Auditorio del OIJ de distinguidos profesionales quienes en horas de la mañana procedieron a llevar a cabo interesantes charlas y foros acerca del incremento de la crueldad hacia los animales y su impacto en la sociedad así como en el Poder Judicial como institución de resolución de conflictos, esta misma actividad fue nuevamente realizada en el Complejo de Ciencias Forenses y para el 26 de junio del 2014 siempre en conjunto con la Comisión de Familia y  bajo la guía de la Dra. Eva Camacho y el departamento de prensa del Poder Judicial y el programa de Extensión Cultural de Presidencia de la Corte Suprema de Justicia, se llevó a cabo la capacitación y sensibilización de funcionarios judiciales en cuanto al tema: "Maltrato animal: Primera manifestación de Violencia Social", esta actividad se realizó en los tribunales de Grecia.

En la actualidad el tema de la violencia posee un impacto bastante negativo en nuestra sociedad, afectando a víctimas inocentes, empezando por aquellos que no pueden o no tienen como defender sus derechos, el 

Poder Judicial como institución de resolución de conflictos y nuestros tribunales por ley obligados a restaurar la paz social, son los primeros llamados a ser capacitados en cuanto al tema de sensibilización, el tema del maltrato y crueldad hacia los animales supera la violencia de género, pues implica no sólo la violencia de género, sino que en muchas ocasiones se incluye el abuso infantil, la virilidad como causa hegemónica de la masculinidad en la génesis de una sociedad machista, conlleva agresiones emocionales y físicas a mujeres, niños (as) adultos mayores y por supuesto hacia los animales, es sinónimo de una sociedad en decadencia emocional y una vez que las víctimas han superado sus temores internos para acudir al Poder Judicial, éste debe de tener la capacidad de respuesta y sensibilidad de trato para poder abordar a toda esta gama de víctimas, quienes necesariamente necesitan que se les brinde una atención de manera integral.

El problema de la violencia no es, ni debe ser ajeno a nuestra institución en razón de ello, y dado que precisamente la idea de becar a los funcionarios judiciales es una retroalimentación  hacia nuestra institución, hago mi ofrecimiento a su persona para que pueda valorar la posibilidad de trabajar con el apoyo y logística de la Escuela Judicial a efectos de poder capacitar al personal judicial.
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Con respecto a los anteriores informes rendidos, se indicó que el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en la sesión n.° 04-2014 del 21 agosto  del año dos mil trece, ARTÍCULO VI, tomo el siguiente acuerdo en relación con  el diseño de un plan para el aprovechamiento de las becas y de la experiencia de las personas ex-becarias, el cual dispuso lo siguiente:
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SE ACUERDA: 1. La Escuela Judicial y el Departamento de Gestión Humana generarán un canal para el intercambio de la información relacionada con las personas ex becarias. 2. Solicitar que en los contratos de becas, se estipule la obligación de las personas ex becarias de someter a valoración del Consejo Editorial de la Escuela Judicial, su trabajo final de graduación, y aceptar su eventual publicación. 3. Solicitar al Consejo Superior se indique en los acuerdos en los que se otorga permiso a funcionarios y funcionarias a participar en capacitaciones o becas, que estas rindan un informe ejecutivo de la actividad en que participaron. 4. La Escuela Judicial debe generar una base de datos con las personas ex becarias. ACUERDO FIRME.
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Conforme a lo anteriormente dispuesto, dispone lo siguiente:
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SE ACUERDA: 1.) Se toma nota del informe rendido por  la M.Sc. Paola Amey Gómez, Defensora Pública, en razón de la conclusión de los estudios y obtención del título correspondiente a la beca para cursar la “Maestría de  Administración de Justicia con énfasis en Relaciones Familiares de la Universidad Nacional”. 2.) Se toma nota del informe rendido por la M.Sc. Diana Fernández Barrantes, en razón de la conclusión de los estudios y obtención del título correspondiente a la “Maestría en Administración de Justicia en la Universidad Nacional (convenio UNA-Corte)”.  3.) Se creará un banco de datos de la Escuela Judicial, en que deberá incluir el nombre de la persona, año de estudio, el tema de la tesis, la nota de aprobación y en que se podría replicar dichos temas. De igual manera, se designa al encargado de la Unidad Documental de la Escuela Judicial, para que lleve a cabo esta labor, quien a su vez, entrará en contacto con las personas becadas para obtener los datos antes descritos. 4.) Extender una invitación a dichas personas para que escriban un artículo para la Revista de la Escuela Judicial. 5.)  Conforme a los “Lineamientos para la selección y sustitución de personas docentes de la Escuela Judicial”, se tendrá en consideración a estas personas becadas para ser posibles docentes de la Escuela Judicial. ACUERDO FIRME.
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ARTÍCULO VIII
La Licda Ileana Guillén Rodríguez, directora de la Escuela Judicial somete a la consideración de las y los integrantes del este Consejo Directivo, lo siguiente:
Correo electrónico del 11 de febrero del año en curso, del Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación, suscrito a la Licda Ileana Guillén Rodríguez, acerca del Curso de Formación On-line Normas Internacionales de Trabajo -4ª edición, indica lo siguiente: 
Le remito el presente correo electrónico con la finalidad de someter a su conocimiento la presente actividad.

Este es un curso virtual que se construyó entre las Escuelas Judiciales de España, Venezuela y Costa Rica.

Esta es una actividad que se ha "coorganizado" entre estas tres Escuelas, y dirigida a Jueces/zas Latinoamericanos. No es parte de la agenda de actividades de RIAEJ.

Remito la información para lo que considere oportuno. EN años anteriores el Dr. Marvin Carvajal, aprobaba directamente la participación nuestra como coorganizadores, no obstante, en los últimos 6 meses ha sido el Consejo Directivo, quien ha aprobado aquellas actividades que no están dentro del plan de Trabajo.

Adicionalmente, la gestión de la actividad académica en mención había estado a mi cargo, pues en el pasado gestionaba lo que se relaciona con Laboral; dadas la nueva distribución por materia, estaría -salvo mejor criterio suyo- a cargo de doña Karla.
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Correo electrónico del 11 de febrero del año en curso, suscrito por el Sr. Javier del Burgo del Consejo General del Poder Judicial Servicio de Formación Continua, enviado al Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación de la Escuela Judicial, al M.Sc. Juan Luis Giusti y a otros, que dice:
Por indicación de D. Carlos Uribe, Director del Servicio de Formación Continua, les indicamos que para el presente año queremos realizar una nueva edición del Curso sobre “Normas Internacionales del Trabajo para Jueces Latinoamericanos” que tan buena acogida ha tenido en las tres anteriores ediciones. 
 
Les remito un borrador de la Guía Didáctica en la que hemos mantenido la estructura realizada en los años anteriores y hemos reflejado las fechas que proponemos. Nos gustaría comenzar en el mes de abril para finalizar en el mes de julio.
 
Igualmente les indicamos que si quieren realizar cualquier modificación en su nota curricular o en las unidades didácticas correspondientes nos lo comuniquen.
 
Como en años anteriores, reservaremos 5 plazas para cada una de los países organizadores, y ofertaremos desde la Escuela Judicial española la actividad al resto de los países latinoamericanos, adjudicándoles las plazas que nos sean posibles en función del número de solicitudes recibidas.
 
Con la confianza de que podamos seguir con esta colaboración y a la espera de su conformidad, reciba un cordial saludo
 
 
PRESENTACIÓN DEL CURSO

Este Curso tiene su origen en la reunión sobre Capacitación Judicial celebrada en San José de Costa Rica del 23 al 25 de marzo de 2011, con motivo de la I Ronda de Talleres para la preparación de la XVI Edición de la Cumbre Judicial Iberoamericana, que está prevista su celebración en Argentina el próximo año bajo el título “Modernización, confianza pública en la Justicia, nuevas tecnologías y transparencia”. 

En dicha reunión, a la que asistieron representantes de Colombia, Costa Rica, Ecuador, España, Guatemala, México, Paraguay, Uruguay y Venezuela, se debatió una propuesta de “Formación de Alto Nivel”, presentada por los compañeros venezolanos y, entre otros acuerdos, se decidió encargar a las representaciones de Costa Rica, España y Venezuela, la organización de un Curso sobre Normas Internacionales de Trabajo, a poder ser, en colaboración con la OIT.

La representación española, para cumplir dicho encargo, se ha reunido en varias ocasiones con representantes de la OIT, en particular con Cleopatra DOUMBIA-HENRY, Directora del Departamento de Normas Internacionales de Trabajo. Desde la OIT, desde un primer momento, mostraron una magnífica acogida a la idea propuesta, cooperando en la realización del Curso, facilitando parte de los materiales que van a ser utilizados en el mismo. Vaya, pues,  nuestro agradecimiento a dicha Organización.

En la reunión de Costa Rica se acordó también que este Curso habría de servir de prueba para testar la capacidad de la Red Iberoamericana de Escuelas Judiciales (RIAEJ), al objeto de desarrollar un Curso en el que participen Jueces de todos los países de la Red  en cooperación con un organismo internacional, la OIT. El Comité de Dirección de la Red Iberoamericana de Escuelas ha dado su conformidad a la realización de esta actividad.

Los objetivos del Curso, desde un punto de vista estricto de política de formación judicial, son los siguientes:

1º.- Comprobar la capacidad de la RIAEJ, así como de sus miembros, para organizar Cursos Formativos de “Alto Nivel” para Jueces y, de esta forma, fortalecer la estructura, capacidad y visibilidad de la propia Red.

2º.- En desarrollo de lo discutido en materia de “Formación de Alto Nivel” para Jueces, iniciar esta actividad en la que se pretende que participen ponentes y alumnos de ambos Continentes, así como de instituciones supranacionales.

3º.- Iniciar una experiencia de cooperación entre la RIAEJ y la OIT en el ámbito de la Jurisdicción de Trabajo y Seguridad Social, en la medida en que entendemos que las Normas de dicha Organización son fundamentales para el bienestar de los ciudadanos de todos los países y además son una herramienta indispensable para los Jueces laborales en el ejercicio de su jurisdicción.

4º.- Por fin, ofrecer a todos los Jueces Iberoamericanos que sirven a sus sociedades, en la jurisdicción de Trabajo y Seguridad Social, la posibilidad de formarse en el interesante campo del mundo de las Normas Internacionales de Trabajo. Todo ello mediante la metodología e-learning que, además, permitirá establecer relaciones personales y profesionales entre los participantes en dicho Curso.

De con este Curso, que este año cumple su 4ª edición, se buscará establecer una comunidad virtual entre quienes participen en los mismos para mantener vivo un foro de intercambio de experiencias que, a la larga, redunde en un mejor servicio a las sociedades a las que servimos.

CURSO VIRTUAL 

NORMAS INTERNACIONALES

DE TRABAJO PARA JUECES LATINOAMERICANOS

4ª EDICIÓN 

PRESENTACIÓN DEL EQUIPO DOCENTE

El equipo docente está constituido por miembros de la Carrera Judicial pertenecientes al Orden Social, por profesores universitarios del  Derecho de Trabajo y de la Seguridad y por juristas especializados en la materia objeto del Curso pertenecientes a la Administración del Estado.

A continuación se recoge una pequeña introducción de los colaboradores docentes del curso.
	CO DIRECTOR TÉCNICO
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	Gustavo CÉSPEDES CHINCHILLA

Gestor de Capacitación de la Escuela Judicial 
Costa Rica

	Nota Curricular:

Magister en Administración de Justicia por la Universidad Nacional de Costa Rica.

Licenciado en derecho de la Universidad de Costa Rica

Profesor universitario desde 2002 de las Universidades Hispanoamericana y Latina de Costa Rica.

Gestor de Capacitación de la Escuela Judicial de Costa Rica desde 1997, a cargo de Programas de Formación en Oralidad y de Especialización para los puestos de Juez 3 Penal y Juez 3 Laboral  


	CO DIRECTOR TÉCNICO
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	Carlos URIBE UBAGO
Director del Servicio de Formación Continua de la Escuela Judicial    España

	Nota Curricular:

Magistrado del Orden Social, desarrollando la Función Judicial en Barcelona   y Alicante

Actualmente es el Director del Servicio de Formación Continua de la Escuela Judicial

Previamente ejerció la abogacía especializándose en Trabajo, Familia y Derecho Europeo

Máster en Derecho Europeo.

Ha cursado diversos cursos de postgrado en Derecho de Familia, Derecho Mercantil, Derecho Fiscal, Francés Jurídico, etc. 

Ha ejercido labores docentes en la Universitat Pompeu Fabra como Profesor Asociado de Derecho del Trabajo.

Ha participado en diversos proyectos internacionales: Proyectos Twinning de la Unión Europea, Aula Iberoamericana, etc.


	CO DIRECTOR TÉCNICO
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	Humberto OCANDO OCANDO

Director General de la Oficina de Cooperación Técnica y Proyectos Especiales
Escuela Nacional de la Magistratura
Venezuela

	Nota Curricular:

Abogado

Doctor en Derecho

Magister Scientiarum en Derecho Procesal Civil

Magister en Gerencia Empresarial, Mención Gerencia Financiera

Especialista en Metodología de la Investigación

Especialista en Derecho Tributario

Orden de Mérito Primer Lugar en el Programa de Formación Inicial de Jueces, en su Primera Edición 

Profesor Investigador del Instituto de Filosofía, Escuela de Derecho Universidad del Zulia.

Profesor invitado de la Universidad Central de Venezuela y de la Universidad Católica Andrés Bello.

Profesor de la Escuela Nacional de la Magistratura

Director General de la Oficina de Cooperación Técnica y Proyectos Especiales de la Escuela Nacional de la Magistratura.

Juez 6 de los Municipios Maracaibo, Jesús Enrique Lossada y San Francisco de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia.

Auditor Fiscal, Dirección de Personal, Alcaldía del Municipio Maracaibo, Estado Zulia.

Abogado del Despacho de la Procuraduría del Estado Zulia.

Libro intitulado “Cobro de obligaciones quirografarias”, Colección textos universitarios de la Universidad del Zulia, Ediciones del Vice Rectorado Académico, Consejo de Publicaciones, 2007.

Artículo Arbitrado intitulado: “La tarjeta de crédito y el sobregiro bancario como fuentes de obligaciones quirografarias a favor de instituciones financieras”, Ensayos de Derecho Mercantil, Tribunal Supremo de Justicia, Colección Libros Homenaje, No. 15, 2004.

Artículo Arbitrado intitulado: “El documento electrónico como medio de prueba en la jurisdicción mercantil venezolana” Revista TELOS, Vol. 8 No. 2-A, 2006.

Artículo Arbitrado intitulado: “El Estado social de derecho y de justicia, nuevo paradigma del estado venezolano” Revista FRONESIS, Vol. 15 No. 2, 2008.

Artículo Arbitrado intitulado: “La Defensoría del Pueblo en Venezuela conforme al Estado social de derecho y de justicia” Revista MAGISTRA, No. 1, 2010.

Artículo Arbitrado intitulado: “Principios axiológicos del juez en el Estado social de derecho y de justicia” Revista FRONESIS, Vol. 19 No. 1, 2012


	DIRECTORA ACADÉMICA
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	Mª Dolores VALDUEZA BLANCO

Profesora Titular Visitante de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad Carlos III de Madrid.

	Nota Curricular:

Titular Visitante de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social  de la Universidad Carlos III de Madrid. Doctora en Derecho  (Premio extraordinario) y  Especialista en Derecho de la Seguridad Social en la misma Universidad.

Publicaciones en materia de seguridad social coordinatoria, inmigración y libertad de circulación.

Previamente ejerció la abogacía especializándose en el orden sociolaboral y familia.

Desarrolló diferentes actividades como jurista en el marco de los derechos fundamentales y de la movilidad de los trabajadores.

Estancia de investigación en la Unidad dedicada a la Libertad de Circulación y Coordinación de los sistemas de Seguridad Social (E-3) de la Comisión Europea (Bruselas, 2009).

Puesto de apoyo en  la Consejería de Trabajo y Asuntos Sociales de la Representación Permanente de España ante la Unión Europea, durante la Presidencia española del  Consejo de la Unión Europea (Bruselas, 2010).

	

	TUTOR DEL MÓDULO I

	[image: image14.png]Instituto Interamericano sobre Discapacidad y Desarrollo Inclusivo
Haciendo nuestra parte en la construccion de una sociedad para todas y todos





	Juan Luis GIUSTI

Capacitador de la especialidad de jueces en materia laboral
Costa Rica

	Nota Curricular:

Magister en Derecho Constitucional de la Universidad Estatal a Distancia, Costa Rica y Magister en Derecho Público de la Universidad de Costa Rica, además cursó especialización en Procesal Constitucional de la Universidad Carlos III de Madrid.

Miembro fundador y activo del Instituto Costarricense de Derecho Constitucional; de la Asociación Costarricense de Letrados de la Sala Constitucional (del cual es su Presidente); y de la Asociación Costarricense de Derecho de Trabajo.

Profesor de grado de las Cátedras de Derecho Laboral I y II de la Universidad de Costa Rica; y a nivel de Postgrado profesor de la Maestría en Derecho Constitucional de la Universidad Estatal a Distancia Costa Rica.

Capacitador de Jueces 1 en materia laboral del Colegio de Abogados de Costa Rica. 

Entre sus publicaciones tiene: “Relaciones Laborales Colectivas en Costa Rica”, y “Derecho Laboral Individual”, ambas de la Editorial Magister.

En el Poder Judicial de Costa Rica desempeña como Juez Superior del Tribunal Contencioso Administrativo, actualmente destacado en la Escuela Judicial como capacitador de la especialidad de jueces en materia laboral.  




	TUTORA DEL MÓDULO II

	

	Rossana Lisetth MORA MARTINEZ

Profesora de la Escuela Nacional de la Magistratura

Venezuela

	Nota Curricular:

Abogada

Doctora (PhD) en Derecho Internacional y Relaciones Internacionales

Magister Scientiarum en Derecho Internacional y Relaciones Internacionales

Magister Scientiarum en Seguridad y Defensa Nacional

Instructora de Empresas

Instructora en Prevención de Drogas (D.E.A)

Profesor de la Escuela Nacional de la Magistratura

Profesora invitada de la Universidad Antonio José de Sucre

Profesora invitada del Instituto de Altos Estudios de la Defensa Nacional 

Profesora invitada de la Universidad Nacional Experimental de las Fuerzas Armadas

Profesora contratada de la Universidad Santa María

Instructora del Centro de Estudios Tecnológicos Avanzados

Instructora del Centro de Estudios Fiscales (SENIAT)

Instructora de la Oficina de Planificación Central de Personal de la Presidencia de la República

Inspectora de Tribunales.

Asesora Académica Jefa Coordinadora del Organismo de Seguridad de la Nación Dirección de los Servicios de Inteligencia y Prevención. 

Asesora de la Alcaldía del Municipio Guacara y Policía de Guacara Estado Carabobo.

Miembro de la Comisión de Enlace para el Proceso de Reestructuración Instituto Autónomo Policía de Baruta  Estado Miranda

Asesora Proceso de Reestructuración del Instituto Autónomo de Seguridad Ciudadana y Transporte. 

Jefa de la Unidad de Organización y Métodos de la Fundación Gran Mariscal de Ayacucho.

Embajadora Honorífica para la Paz Designada por la Federación para la Paz Universal organismo adscrito a la Organización de las Naciones Unidas ONU.

Conferencista Nacional e Internacional en materia de Derecho Constitucional, Seguridad y Defensa.

En Imprenta los textos: El Estado Social de Derecho en la Defensa Integral de la Nación y La Corresponsabilidad en la Defensa Integral de la Nación


	TUTORA MÓDULO III
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	 Dolores VALDUEZA BLANCO

Profesora Titular Visitante de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social de la Universidad Carlos III de Madrid.


PROGRAMA DEL CURSO Y AUTORES DE LOS CONTENIDOS
La realidad actual, y en concreto la crisis económica, ha puesto de manifiesto que una sociedad internacional globalizada como lo es la de nuestros días debe dotarse de instrumentos jurídicos que hagan frente a aquellos problemas que han dejado de tener un origen meramente local. El desequilibro existente entre la globalización económica, entendida como supresión absoluta de fronteras en el flujo de capitales así como en la externalización y deslocalización de las empresas, y la social, caracterizada por el mantenimiento de las fronteras en la movilidad de las personas y en el régimen jurídico del contrato de trabajo,  precisa de  instrumentos normativos de carácter supranacional, tanto en lo que respecta al fin de la desregulación de la movilidad de los capitales como en el tratamiento de los derechos sociolaborales de los ciudadanos. En este contexto, especial relevancia presenta el papel que deben desempeñar los jueces en cuanto a la aplicación de las fuentes del Derecho, regionales y/o internacionales, en orden a la resolución de los conflictos en el ámbito social que se les plantean.  

El presente curso tiene por objeto, pues, la aproximación por parte de los jueces a las fuentes de carácter supranacional, bien regionales como de la UNION EUROPEA o MERCOSUR, bien de carácter internacional, como la ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL DEL TRABAJO.  Se  estructura en tres grandes áreas o módulos: La mundialización de las relaciones laborales -temas 1 y 2-, Los procesos de integración económica y su incidencia en el mundo del trabajo - temas 3 y 4 - y  Las normas de la OIT - temas 5, 6 y 7 -, comprendiendo cada uno de los módulos el estudio de los temas que los integran desde una perspectiva teórica, pero sin soslayar las cuestiones de índole práctica, tal y como se reflejará mas adelante en el cuadro recopilatorio. 

Considerando la materia objeto de estudio y el perfil de los participantes, el desarrollo del curso exige la interacción profesor-alumno en cada uno de los temas que lo componen  y con este objeto se articularán foros de debate, salas de chat, etc. Finalmente, el sistema de evaluación  consistirá tanto en la resolución de un supuesto práctico, como en la elaboración de un trabajo de investigación. 

El esquema de la materia objeto de estudio,  es el siguiente:


OBJETIVOS / COMPETENCIAS

Los objetivos de este Curso, como se ha puesto de manifiesto en las primeras páginas de esta Guía, son ambiciosos, constituyendo un reto tanto para los organizadores y profesores como para los propios participantes. 
Las competencias genéricas que se proponen desarrollar se refieren al análisis y profundización de la normativa internacional (OIT) y supranacional (Unión Europea y Mercosur) y a su aplicación a la realidad latinoamericana, en el ámbito de los derechos sociolaborales de los ciudadanos, extrayendo de todo ello las conclusiones correspondientes sobre las que fundamentar las propuestas que podrán materializarse en los trabajos de investigación.
 Por lo que se refiere a las competencias específicas, su núcleo fundamental radica en la interconexión entre los participantes, los profesores y los tutores del Curso, de tal forma que se cree una dinámica de intercambio de prácticas y de debate sobre los problemas que, a raíz del estudio de una Unidad Didáctica, surjan o puedan plantearse. Por todo ello, se hace imprescindible la utilización de todos los mecanismos que las nuevas tecnologías nos han proporcionado y que se ponen a disposición de los intervinientes para, acortando las distancias geográficas que nos separan, crear puentes de análisis, investigación y debate sobre la materia objeto de estudio del Curso que comienza.
MATERIALES-CONTENIDOS / RECURSOS

Los participantes contarán con los siguientes materiales de estudio:

· Presentación del curso en formato vídeo por la Dirección del curso. 

· Siete temas en formato pdf redactados por los docentes responsables, que podrán ser consultados y descargados desde el campus virtual

· Un cuestionario de autoevaluación por cada tema de estudio, que se puede cumplimentar en el campus virtual 

· Un caso práctico o ejercicio de elaboración por cada uno de los módulos del curso

· Un esquema-introducción en formato power point de cada uno de los temas del curso

· Materiales en formato audiovisual complementarios presentados por los tutores de los módulos

· Otro material que se considere de interés, tanto en formato electrónico o impreso

El curso virtual contará con los siguientes recursos dirigidos a intensificar la comunicación e interacción entre los participantes y docentes que conforman la comunidad de aprendizaje que pretende convertirse el curso:

· Foros de debate. El curso contará con foros de debate con distinta finalidad. Habrá un foro de “Anuncios” para publicar novedades del curso y otro foro de carácter informal. Por otra parte se abrirá un foro de debate por cada módulo del curso para debatir temas de actualidad relacionados sus contenidos.

· Salas de Chat. Se podrán programar sesiones sincrónicas con este medio, ya sean moderadas por los tutores o a iniciativa propia de los participantes.

ESTRUCTURA DE LOS TEMAS DEL CURSO

El contenido de cada una de los temas que integran el curso se estructura como se indica a continuación:
- Un Resumen del contenido del tema,

- El Índice del Programa y la paginación correspondiente; 

- Al final  de  cada  tema se indicará:

* La bibliografía básica utilizada

* Las páginas webs, en su caso, manejadas.

* La jurisprudencia, en su caso, analizada

- Se elaborará un power point de una extensión máxima de 10 diapositivas, en el que, de manera pedagógica, se hará una presentación de la unidad didáctica correspondiente.

CALENDARIO

	Envío de los documentos y claves de acceso


	Semana 13 al 19 de abril de 2015

	Módulo Cero de presentación de los participantes y prácticas en la plataforma


	Semana 20 al 26 de abril de 2015

	Módulo I (dos temas)


	Semana 27 de abril de 2015 al 10 de mayo de 2015

	Módulo II (dos temas)


	Semana 11 al 24 de mayo de 2015

	Módulo III (tres temas)


	Semana 25 de mayo de 2015 al 14 de junio de 2015

	Plazo final presentación de los trabajos y casos prácticos y su evaluación


	Semana 15 de junio de 2015 al 26 de julio de 2015


CRONOGRAMA DOCENTE

	ABRIL 2015

	LUNES
	MARTES
	MIÉRCOLES
	JUEVES 
	VIERNES
	SÁBADO
	DOMINGO

	
	
	1
	2
	3
	4
	5

	6
	7
	8
	9
	10
	11
	12

	13
	14
	15
	16
	17
	18
	19

	20
	21
	22
	23
	24
	25
	26

	27
	28
	29
	30
	
	
	






	MAYO 2015

	LUNES
	MARTES
	MIÉRCOLES
	JUEVES 
	VIERNES
	SÁBADO
	DOMINGO

	
	
	
	
	1
	2
	3

	4
	5
	6
	7
	8
	9
	10

	11
	12
	13
	14
	15
	16
	17

	18
	19
	20
	21
	22
	23
	24

	25
	26
	27
	28
	29
	30
	31






	JUNIO 2015

	LUNES
	MARTES
	MIÉRCOLES
	JUEVES 
	VIERNES
	SÁBADO
	DOMINGO

	1
	2
	3
	4
	5
	6
	7

	8
	9
	10
	11
	12
	13
	14

	15
	16
	17
	18
	19
	20
	21

	22
	23
	24
	25
	26
	27
	28

	29
	30
	
	
	
	
	




	JULIO 2015

	LUNES
	MARTES
	MIÉRCOLES
	JUEVES 
	VIERNES
	SÁBADO
	DOMINGO

	
	
	1
	2
	3
	4
	5

	6
	7
	8
	9
	10
	11
	12

	13
	14
	15
	16
	17
	18
	19

	20
	21
	22
	23
	24
	25
	26

	27
	28
	29
	30
	
	
	




ORIENTACIONES PARA EL ESTUDIO Y ACTIVIDADES A REALIZAR A LO LARGO DEL CURSO

Los temas y materiales del curso se irán facilitando en el Campus Virtual según el calendario previsto, estando a disposición de los participantes hasta la finalización del curso. Para el estudio de cada tema se necesita un especial esfuerzo y dedicación personal (aproximadamente cinco horas), además de la dedicación necesaria para la participación en los debates y preparación de los casos prácticos o trabajos de investigación que se propongan. 
Conjuntamente con el tema, se dispondrá de un cuestionario de autoevaluación   relativo a los contenidos de cada tema, con la única finalidad de que los participantes comprueben los aprendizajes realizados.
Igualmente, será preciso realizar los trabajos de elaboración y los casos prácticos planteados por la tutoría del curso en los plazos que se establezcan en el curso, tal y como se relata en el apartado de Evaluación del aprendizaje. 
TUTORÍA Y ATENCIÓN A LOS PARTICIPANTES

Para consultas relativas al contenido de cada tema, pueden ponerse en contacto vía correo electrónico con los correspondientes tutores, o bien exponerlas en los foros que por cada uno de los módulos se faciliten. 
Igualmente la Dirección Técnica estará a su disposición por el mismo medio para cualquier cuestión general del curso.
Para cualquier cuestión de carácter administrativo pueden ponerse en contacto con la Escuela Judicial mediante el correo electrónico a las siguientes direcciones:

francisco.burgo@cgpj.es / angeljavier.fresneda@cgpj.es 
EVALUACIÓN Y CERTIFICACIÓN

La evaluación del aprendizaje

Se propondrán a los participantes, trabajos de elaboración y casos prácticos, siendo obligatoria su realización. Una vez preparado el correspondiente trabajo o caso práctico, deberá ser remitido al tutor responsable del área correspondiente mediante la herramienta que para tal fin cuenta la plataforma.

El tutor una vez estudiado el caso práctico o trabajo realizado, remitido por  cada participante, enviará  un comentario académico sobre el trabajo realizado a través de la herramienta informática de la plataforma, con la finalidad de intercambiar opiniones y enriquecer el aprendizaje de ambos.

La evaluación del proyecto

A la finalización del curso en su fase e-learning, se solicitará a los participantes que expresen su opinión sobre el desarrollo del curso mediante un cuestionario on-line de carácter anónimo.

La Dirección Técnica del curso estará abierta en todo momento a las sugerencias que le puedan dirigir a fin de mejorar la implementación de la actividad formativa. 

Certificación

· Certificado de aprovechamiento para aquellas personas que realicen los casos prácticos propuestos y sean evaluados positivamente por los tutores responsables de cada área. Este certificado de aprovechamiento se expedirá con un número equivalente a un total de 75 horas de dedicación personal para el seguimiento del curso (estudio de los materiales básicos, consulta de los materiales complementarios, participación en los foros de debate, realización de los trabajos y casos prácticos) Esta carga lectiva sería la equivalente a 3 créditos según la metodología de créditos ECTS.
-0-

En referencia al anterior curso virtual, que se construyó entre las Escuelas Judiciales de España, Venezuela y Costa Rica, sobre “Normas Internacionales del Trabajo para Jueces Latinoamericanos”,  se reiteró la importancia de informar oportunamente al Consejo Directivo sobre actividades de capacitación en el ámbito internacional.  Asimismo, que se debe respetar el orden establecido, conforme a los programas de la Escuela Judicial, en donde actividades de esta naturaleza se ubican dentro del  área de Cooperación Internacional de la Escuela Judicial. 
En cuanto a la función del Lic. Gustavo Céspedes Chinchilla, gestor de capacitación de la Escuela Judicial, como “CO DIRECTOR TÉCNICO” del curso antes señalado, llama la atención a las y los presentes de este Consejo, puesto que sabe que su experiencia es en la Materia Penal.
-0-

SE ACUERDA: Que en referencia a la participación del  M.Sc. Juan Luis Giusti Soto, Juez Superior del Tribunal Contencioso Administrativo, como docente del Módulo I sobre “LA MUNDIALIZACION DE LAS RELACIONES LABORALES” en el curso virtual que se construyó entre las Escuelas Judiciales de España, Venezuela y Costa Rica, sobre “Normas Internacionales del Trabajo para Jueces Latinoamericanos”, de previo a tomar algún acuerdo al respecto por parte de este Consejo Directivo, que la Dirección de la Escuela Judicial consulte al M.Sc.  Giusti Soto si está dispuesto a brindar la capacitación antes señalada y cuáles son sus requerimientos para llevar a cabo esta labor de capacitación. ACUERDO FIRME.
-0-
ARTÍCULO IX
En referencia al acuerdo tomado por el CONSEJO DIRECTIVO DE LA ESCUELA JUDICIAL, en la sesión nº. 10-14 del 20 de agosto del 2014, ARTÍCULO  XIII, en que se dispuso lo siguiente:
SE ACUERDA: Revisar y actualizar el “Proyecto de Reglamento Sancionatorio Académico”, con el fin someterlo nuevamente a la consideración y aprobación de la Corte Plena. Por tal motivo, se solicita a la Escuela Judicial y las Unidades de Capacitación que teniendo en consideración los aportes que puedan brindar el Dr. Juan Carlos Segura Solís, el M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez y la M.Sc. Ileana Sánchez Navarro, presenten una propuesta para la actualización de los reglamentos en cuanto a lo disciplinario académico,  para su posterior  análisis y aprobación de este Consejo Directivo de la Escuela. También, que se deberá considerar los temas de género en la propuesta. ACUERDO FIRME.
-0-

Teniendo en consideración el siguiente tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 91-13 del 24 de setiembre del año 2014, que literalmente dice:

“ARTÍCULO LIX
Documento 11021-11, 10765-13
En sesión de Corte Plena Nº 36-11 celebrada el 7 de noviembre de 2011, artículo XIX, previamente a resolver lo que correspondiera, remitió a las señoras Presidentas y a los señores Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, el “Proyecto de Reglamento sancionatorio Académico del Poder Judicial”, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, para su estudio y posterior informe a esa Corte.

Seguidamente, en sesión Nº 15-13 del 15 de abril del año en curso, artículo XII, la Corte Plena tuvo por rendidos los informes de los Presidentes de las Salas de la Corte Suprema de Justicia y del Magistrado González, los cuales fueron remitidos a conocimiento del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que emitiera las consideraciones que estimara pertinente. Además, conforme lo recomendó la Sala Segunda, la Corte Plena concedió audiencia a las organizaciones de servidores y servidoras judiciales sobre el contenido del citado proyecto.

Finalmente, en Sesión Nº 29-13 del 1 de julio del año en curso, artículo XIII, una vez recibidas las observaciones de las siguientes asociaciones: Asociación Nacional de Empleados Judiciales (ANEJUD), del Sindicato de la Judicatura (SINDIJUD), del Sindicato de Trabajadores y Trabajadoras del Poder Judicial, Asociación Psicólogos del Poder Judicial, Asociación Costarricense de Juezas, Asociación Costarricense de Profesionales en Derecho del Poder Judicial (ACOPRODEJU), la Corte Plena las trasladó al Consejo Directivo de la Escuela Judicial para su análisis y emitiera las consideraciones que estimara pertinentes, conforme a lo solicitado en sesión Nº 15-13 del 15 de abril del año en curso, artículo XII.
Relacionado con lo anterior, el doctor Marvin Carvajal Pérez, Director de la Escuela Judicial, mediante oficio Nº 21-CD-EJ-13 del 28 de agosto del año en curso, recibido el 16 de setiembre en curso, transcribió el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión Nº 4-13 del 21 de agosto de este año, artículo VII, en que dispuso: “Remitir este asunto al Consejo Superior con la atenta solicitud de que su oficina de asesoría jurídica emita un criterio sobre cómo proceder desde el punto de vista administrativo sancionador”.

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Trasladar el acuerdo tomado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, en sesión Nº 4-13 del 21 de agosto de este año, artículo VII, al licenciado Carlos Mora Rodríguez, Profesional en Derecho 3 de la Secretaría General de la Corte, para que emita el pronunciamiento que se solicita.”
-0-

En cuanto a la petición realizada al Consejo Superior, por parte del Consejo Directivo de la Escuela Judicial para que la Oficina de Asesoría Jurídica del Poder Judicial emita un criterio sobre cómo proceder desde el punto de vista administrativo sancionador, delegado en la sesión nº 4-13 del 21 de agosto del 2013, del Consejo Superior, al Lic. Carlos Mora Rodríguez, Profesional en Derecho 3 de la Secretaría General de la Corte, para que emita el respectivo dictamen, las y los integrantes del Consejo Directivo de la Escuela Judicial creen que es conveniente esperar las consideraciones del Consejo Superior  sobre este tema, previo a la presentación de una propuesta para la actualización del “Proyecto de Reglamento sancionatorio Académico del Poder Judicial”. 
En vista del tiempo transcurrido, se sugiere hacer una atenta instancia al Consejo Superior para que resuelva sobre este tema.

-0-

SE ACUERDA POR UNANIMIDAD: En referencia al “Proyecto de Reglamento sancionatorio Académico del Poder Judicial”, presentado por el Consejo Directivo de la Escuela Judicial, hacer una atenta instancia al Consejo Superior del Poder Judicial, para que se cumpla con lo acordado por dicho Consejo en su sesión nº 4-13 del 21 de agosto del 2013, en cuanto a que la oficina de Asesoría Jurídica del Poder Judicial,  emita el respectivo dictamen de cómo se deberá proceder desde el punto de vista administrativo sancionador.  ACUERDO FIRME.
-0-
ARTÍCULO X
Correo electrónico del 31 de julio de 2014 10:44, del M.Sc. Juan Carlos Morales Jiménez, defensor público, Unidad de Capacitación de la Defensa Pública, que dice:

Para que sea de conocimiento en la próxima reunión del Consejo Directivo, es de interés para la Defensa Pública que la Escuela Judicial nos pueda informar el estado del diseño del curso virtual de Ciencias Forenses y Medicina Legal, ya que en el acta 09-2013 se había acordado textualmente lo siguiente:

“Que en lo concerniente al curso virtual de Ciencias Forenses y Medicina Legal, se debe presentar el diseño virtual de dichos cursos, para su aprobación por este Consejo, a más tardar en junio del 2014. Asimismo, que se ejecute en el segundo semestre del 2014.”

-0-

Al respecto, el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Subdirector de la Escuela Judicial, manifestó que el M.Sc. Mauricio Chacón Fernández estará retomando este tema a partir de junio 2015, dado que se encuentra de lleno en una capacitación con la Unidad de Capacitación del O.I.J.
SE ACUERDA: Tomar nota de lo informado por el Lic. Mateo Ivankovich Fonseca LL.M., Subdirector de la Escuela Judicial. ACUERDO FIRME.
· 0 –

FECHA DE LA PRÓXIMA SESIÓN: 17 de marzo de 2015.
Se levanta la sesión a las once horas con cuarenta minutos.

Mag. Dra. Doris Arias Madrigal       

          Licda. Ileana Guillén Rodríguez 

Presidenta, Consejo Directivo de la Escuela Judicial         Directora de la Escuela Judicial
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TRABAJO DE INVESTIGACIÓN SOBRE LA APLICACIÓN DE LA NORMATIVA DE LA OIT





MODULOS








Módulo I





LA MUNDIALIZACION DE LAS RELACIONES LABORALES








Tutor: Juan Luis GIUSTI SOTO

















Módulo II








LOS PROCESOS DE INTEGRACIÓN ECONÓMICA Y SU INCIDENCIA  EN EL MUNDO DEL TRABAJO





Tutora: Rossana MORA MARTINEZ














Módulo III


LAS NORMAS INTERNACIONALES  DEL TRABAJO


Tutora: Mª  Dolores VALDUEZA BLANCO











TEMAS





Tema 1: 


La mundialización de los Derecho Laborales ante la globalización económica


Juan Luis GIUSTI SOTO


Capacitador de la especialidad de jueces en materia laboral de la Escuela Judicial de Costa Rica


Tema 2


 Los grandes movimientos migratorios del siglo XXI. Derechos de los trabajadores migrantes.


Natividad MENDOZA NAVAS. 


Profesora de Derecho del Trabajo de la Universidad de Castilla-La Mancha





Tema 3


La dimensión social de la Unión Europea. El Consejo de Europa. La Carta Social Europea





Carlos GARCIA DE CORTÁZAR NEBREDA.  Exconsejero Coordinador de Trabajo y Asuntos Sociales de la Representación Permanente de España ante la Unión Europea en Bruselas.





Tema 4


Los procesos de integración en América: Mercosur, Tratado de libre comercio, etc. y su incidencia en el mundo de las relaciones laborales





 Rossana MORA MARTINEZ


Profesora de la Escuela Nacional de la Magistratura de Venezuela


Tema 5


Nociones previas: Principios, Elaboración y control de la normas de la OIT





 Félix V. AZÓN VILAS.  


Magistrado de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Cataluña





Tema 6


Contenido  y aplicación de las normas de la OIT  I





Mª  Dolores VALDUEZA BLANCO. 


 Profesora de la Universidad Carlos III de Madrid





Tema 7


Contenido  y aplicación de las normas de la OIT  II





Mª  Dolores VALDUEZA BLANCO. 


 Profesora de la Universidad Carlos III de Madrid

















FIN MÓDULO CERO





INICIO MÓDULO CERO





INICIO MÓDULO I





FIN MÓDULO I





FIN MÓDULO II





INICIO MÓDULO II





INICIO MÓDULO III





FIN MÓDULO III





FIN PLAZO ENTREGA TRABAJOS Y CASOS PRÁCTICOS








� En la reunión fue entregado el material en disco compacto.





[1] Aprobación de las Reglas de Brasilia sobre acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad, Política de Equidad de Género del Poder Judicial de Costa Rica (2005), Política de Igualdad para personas con Discapacidad en el Poder Judicial (2008), Políticas para garantizar el adecuado acceso a l Justicia de la Población Adulta Mayor (2008), Reglas prácticas para facilitar el acceso a la Justicia de las Poblaciones Indígenas (2008), Política Institucional para el acceso a la Justicia por parte de la Población Migrante y Refugiada (2010), Política Judicial dirigida al mejoramiento del acceso a la justicia de Niñas, Niños y Adolescentes en Costa Rica (2010), Política de Derecho al Acceso a la Justicia para personas menores de edad en condición de vulnerabilidad sometidos al proceso Penal Juvenil en Costa Rica (2011) y la  Política respetuosa de la Diversidad sexual (2011).


[2] Tomado de: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/sla/facilitadores_judiciales_perfil_programa.asp" \o "http://www.oas.org/es/sla/facilitadores_judiciales_perfil_programa.asp" �http://www.oas.org/es/sla/facilitadores_judiciales_perfil_programa.asp�


[3] La participación ciudadana es un tema clave en el Plan Estratégico del Poder Judicial 2013-2018, “entendida como la incorporación, en la gestión judicial, de los diferentes actores involucrados con el fin de buscar soluciones que resulten satisfactorias para todas  las partes” (Departamento de Planificación, 2012). 


[4] En Costa Rica el índice de confianza judicial se ha mantenido en un promedio de 80 puntos. En el periodo 2010-2012, los resultados de este estudio indican que “la sociedad costarricense no ha cambiado su criterio en cuanto al Sistema de Justicia: están dispuestos a hacer valer sus derechos, con la incertidumbre de que en su ejecución no le responda una Justicia eficiente, igualitaria y honesta” (Departamento de Planificación, 2012). 


[5] Encuesta Nacional sobre Percepción y Realidad de la Justicia Costarricense. Poder Judicial, 2009.


[6] Para efectos del SNFJ, se entenderá por operadores de justicia a todo el personal de la Judicatura, el Ministerio Público, Defensa Pública, Organismo de Investigación Judicial, personal auxiliar jurisdiccional y personal administrativo del Poder Judicial.


[7] El Servicio funcionará principalmente con juezas y jueces contravencionales; sin embargo también pueden participar jueces y juezas de otras materias sociales que laboren en las zonas donde se desarrolla el servicio, como de conciliaciones, de pensiones alimentarias, de violencia doméstica, agrarios, supernumerarios, entre otros.


[8] En casos en que el juez o la jueza no pueda realizar la inducción y capacitación a la persona que le sustituirá, deberá garantizar que quien coordina el despacho conozca toda la información y tenga las competencias para informar a la persona que está asumiendo el cargo. La jueza o el juez que sustituye deberá llevar una inducción sobre el SNFJ, la cual coordinará con Conamaj y la Escuela Judicial.


[9] Se hace hincapié que en Costa Rica son las juezas y los jueces contravencionales quienes tendrán el encargo inicial de implementar el servicio; sin embargo, jueces y juezas que se desempeñen a nivel local en otras materias podrán desarrollar el servicio, como por ejemplo de conciliaciones, de pensiones alimentarias, supernumerarios, agrarios  entre otros.








